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Abstract 

 

Este trabajo incide en el análisis de la regulación actual del acoso inmobiliario, desde la 

óptica penal fundamentalmente, sin olvidar la regulación existente sobre esta materia en 

el resto de disciplinas para, en definitiva, proteger frente al acoso inmobiliario de una 

forma omnicomprensiva. Así, lo que se pretende es, a la luz de la regulación actual ver 

por un lado, qué ventajas e inconvenientes tiene esta regulación, y por el otro, de qué 

mecanismos nos dota nuestro ordenamiento jurídico para hacer frente a las posibles 

carencias de la presente regulación. De este modo, se pueden perfilar posibles mejoras o 

adaptaciones a la realidad regulada que hagan de ésta una legislación útil, para que sea 

verdaderamente un mecanismo adecuado de resolución del conflicto que presentan las 

conductas calificables en su conjunto de acoso inmobiliario. 
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I. INTRODUCCIÓN 

 

1.1. Concepto y características 

 

 Con la finalidad de centrar el objeto de estudio de este trabajo, es conveniente 

primero, establecer un concepto de acoso inmobiliario, también conocido como 

Mobbing inmobiliario o Blockbusting. Pese al uso extendido de la expresión Mobbing 

inmobiliario, es oportuno señalar que en inglés no existe una palabra específica para 

describir estos comportamientos, y que seguramente la expresión más cercana sea 

Blockbusting. VILLEGAS FERNÁNDEZ1 señala que es lo que se podría traducir 

literalmente como “revientacasas”, para ser más precisos.  

 

 Estas conductas revisten especial gravedad porque afectan a un derecho que aún 

y no siendo fundamental, contenido en el art. 47 CE2, forma parte del núcleo de la 

llamada Pirámide de MASLOW3, es decir la que se conoce como “Teoría de las 

necesidades humanas”, que explica que en la base de esta pirámide se encuentra el 

derecho a la vivienda, entre otros considerados básicos de la persona, sin la cobertura 

adecuada de los cuales no se pueden desarrollar el resto de derechos. Lo realmente 

fundamental es que la incidencia lesiva en el ámbito constitucional del art. 47 CE puede 

ser valorada, alternativamente, o como un mecanismo impeditivo del disfrute de 

derechos fundamentales en sentido estricto, en especial los del art. 10 CE relativos a la 

dignidad de la persona, o como un componente que afecta a los derechos inviolables 

que le son inherentes junto con el libre desarrollo de la personalidad.  

 

                                                            
1 Véase a VILLEGAS FERNÁNDEZ, J. M. “Del blockbusting al acoso inmobiliario (comentario a las 
sentencias del los juzgados de los penal número dos de Bilbao y número 13 de Barcelona, 
respectivamente, de cuatro y seis de noviembre del año 2008)”, Noticias jurídicas, 2008. 
2 El art. 47 CE dispone el derecho a la vivienda dentro de los principios rectores de la política social y 
económica: “[t]odos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los 
poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer 
efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la 
especulación.” 
3 Esta teoría se formuló por Abraham MASLOW en su obra, “A Theory of Human Motivation”, 
Psychological Review, 50, 1943, pp. 370-396. MASLOW formula en su teoría una jerarquía de 
necesidades humanas, que operan de la siguiente manera: conforme se satisfacen las necesidades más 
básicas situadas en la parte inferior de la pirámide, los seres humanos desarrollan las necesidades más 
elevadas, situadas en la parte superior de la pirámide. 
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 Son varios los juristas que han aportado definiciones de qué entender por acoso 

inmobiliario. De esta manera, VILLACAMPA ESTIARTE4, manifiesta que el acoso 

inmobiliario se compone de un conjunto de conductas, por parte del que ostenta una 

posición de poder o dominante, que tienden a dirigir la voluntad de una persona en un 

determinado sentido, es decir que tome la decisión de abandonar su vivienda, con el 

consiguiente desequilibrio emocional que eso supone. 

 

 Así, RAGUÉS I VALLÈS5 define este fenómeno como “aquellas conductas de 

hostigamiento que un sujeto realiza al legítimo poseedor de un inmueble con la 

finalidad de que éste acabe abandonando la finca, y renunciando a sus derechos respecto 

a ella.” Esta definición es plenamente actual ya que utiliza el término legítimo, al igual 

que la LO 5/2010 por la que se tipifican estas conductas, y permite por tanto incluir a 

propietarios y arrendatarios, confiriendo así la posibilidad de excluir de su concepto 

problemas contractuales que deben ser resueltos en la jurisdicción civil6.  

 

 Eso denota que se requiere que tanto la coacción ejercida, como los actos 

hostiles o humillantes tengan por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda, 

excluyendo por tanto como sujetos pasivos de los delitos de acoso inmobiliario a los 

“okupas” que efectivamente disfrutan de una vivienda, dada la nota de legitimidad 

requerida. De esta manera JIMÉNEZ GONZÁLEZ identifica el acoso inmobiliario 

como las “situaciones en que una persona o grupo de personas ejercen un conjunto de 

comportamientos caracterizados por una violencia psicológica aplicada de forma 

sistemática durante un tiempo sobre otra persona, con la cual mantiene un vínculo 

contractual.” Del concepto expuesto se pueden extraer las siguientes características, que 

son: 

 

 1. Una o varias personas en conjunto ejercen una violencia psicológica y en 

ocasiones coactiva sobre la víctima. 

                                                            
4 VILLACAMPA ESTIARTE, C., Stalking y Derecho Penal. Relevancia Jurídico-Penal de una Nueva 
Forma de Acoso, Iustel, 2009, pp. 51-55.  
5 RAGUÉS I VALLÈS, R. “El acoso (mobbing) inmobiliario: respuestas jurídicas”, en El mobbing desde 
la perspectiva social, penal y administrativa. Estudios de Derecho Judicial 94-2006, Estudios de Derecho 
Judicial, Consejo General del Poder Judicial, núm. 94, 2006, pp. 338-339.  
6 Véase el AAP Madrid 579/2011, de 24 de octubre, JUR 2012\22096, dónde muestra que la 
interpretación del contrato de arrendamiento, debe de ventilarse ante la jurisdicción civil donde obtendrán 
adecuada respuesta a sus pretensiones ya que los hechos denunciados no son constitutivos del delito de 
coacciones ni llevan aparejado un acoso o Mobbing inmobiliario. 
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 2. Esta violencia debe ser ejercida en forma sistemática y continuada durante un 

tiempo. 

 

 3. La víctima del acoso inmobiliario mantiene una relación con el acosador o 

acosadores, siendo el caso paradigmático, aunque no el único, el arrendamiento como 

vínculo contractual.  

 

1.2. Origen 

 

 La práctica conocida como Blockbusting7 se originó en los Estados Unidos hacía 

los años 60 del s. XX8. Consistía en inducir a los propietarios de viviendas de un barrio 

concreto, a vender sus viviendas con pérdidas en relación con su valor real o de 

mercado. Para realizarlo se creaba una sensación de miedo en el propietario de que 

existía una reducción en el valor de la propiedad, como si esta reducción fuese real.  

 

 Se pretendía que fuese una forma mediante la cual las propiedades se 

transfiriesen en cierto modo hacia los afroamericanos, para que éstos pudiesen acceder a 

los barrios a los que tradicionalmente no se habían instalado. Además algunos 

establecimientos de estos barrios solicitaban un cambio en la ubicación de sus negocios 

con la intención de fomentar esa sensación de inseguridad, provocando así una 

repentina venta de las propiedades de la zona. 

  

 En España, el Mobbing inmobiliario adquirió una especial importancia a partir 

de los casos de arrendatarios de viviendas antiguas presionados por sus propietarios, que 

utilizaban estas maniobras, cuyo objetivo final era la exclusión definitiva de su 

vivienda.  

 

 En muchos casos se produce porque se rigen por el TRLAU de 1964, que pese a 

estar derogado, se aplica a los arrendamientos de la llamada renta antigua. A los efectos 

                                                            
7 Véase al respecto a MAC DONALD, A. F. “El Mobbing Inmobiliario o Blockbusting”, Derecho.com, 
2007, dónde se explica que se legisló al respecto en 1988 cuando se aprobó la Ley de Vivienda Justa, 
posteriormente enmendada, dónde se perseguía la extinción del comercio inmobiliario basado en motivos 
raciales o segregacionistas.  
8 Véase al respecto el working paper de OUAZAD, A. “Blockbusting: Real Estate Brokers and 
Neighborhoods in Racial Transition”, SSRN, INSEAD Working Paper No. 2012/66/EPS, 2012, pp. 14-21. 
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que interesan aquí, un buen número de arrendatarios están obligados al pago de una 

renta congelada sólo actualizable por el valor del IPC, tal y como establecen las 

Disposiciones transitorias primera y segunda de la LAU de 1994, que se remiten a su 

vez al texto refundido anterior.  

 

 Esto provocaba que los propietarios no obtuviesen un rendimiento que 

considerasen suficiente para mantener su propiedad en condiciones dignas –recuérdese 

la obligación del propietario de efectuar las reparaciones en la finca arrendada–, y 

optasen, para evitar la prórroga forzosa o las subrogaciones permitidas legalmente y 

seguir obteniendo bajos rendimientos, por llevar a cabo este tipo de prácticas. Una vez 

conseguido el objetivo con estas actuaciones, habitualmente se especulaba con esa 

finca, ya que cuando se produjo un especial auge de esta práctica, estábamos inmersos 

en la llamada “burbuja inmobiliaria”. Este especial auge fue lo que el legislador penal 

consideró determinante al efecto de tipificar expresamente estas conductas que atentan 

al legítimo disfrute de la vivienda en los arts. 172.1 párrafo tercero y 173.1 párrafo 

tercero CPE9.  

 

 Por su parte, la Ley 18/2007, de 28 de diciembre del derecho a la vivienda de la 

Generalitat de Catalunya, establece en su art. 45.3.c10 el objeto específico de la acción 

protectora de la Administración, entendiendo que deberá centrarse en la acción u 

omisión que perturbe a la persona acosada de su uso pacífico de la vivienda. Así, la Ley 

18/2007 define como acoso inmobiliario, en su art. 45.2.c “toda actuación u omisión 

con abuso de derecho que tiene el objetivo de perturbar a la persona acosada en el uso 

pacífico de su vivienda y crearle un entorno hostil, ya sea en el aspecto material, 

personal o social, con la finalidad última de forzarla a adoptar una decisión no deseada 

sobre el derecho que la ampara para ocupar la vivienda”. La citada norma aclara, 

además, que a los efectos de esta Ley, el acoso inmobiliario constituye discriminación y 

                                                            
9 Vid art. 172.1 CPE respecto al blockbusting: “[t]ambién se impondrán las penas en su mitad superior 
cuando la coacción ejercida tuviera por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda”. Del mismo 
modo el art. 173.1 CPE: “[s]e impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a cabo 
actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, tengan por objeto impedir el 
legítimo disfrute de la vivienda.” 
10 Reza el artículo “[e]l acoso inmobiliario, entendido como toda actuación u omisión con abuso de 
derecho que tiene el objetivo de perturbar a la persona acosada en el uso pacífico de su vivienda y crearle 
un entorno hostil, ya sea en el aspecto material, personal o social, con la finalidad última de forzarla a 
adoptar una decisión no deseada sobre el derecho que la ampara para ocupar la vivienda. A efectos de la 
presente Ley, el acoso inmobiliario constituye discriminación. La negativa injustificada de los 
propietarios de la vivienda a cobrar la renta arrendaticia es indicio de acoso inmobiliario.” 
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que la negativa injustificada de los propietarios de la vivienda a cobrar la renta 

convenida es un indicio de acoso inmobiliario.  

 

 Por otro lado, el art. 123.2.a de la mencionada norma tipifica como infracción 

muy grave “llevar a cabo acciones u omisiones que supongan acoso o discriminación”, 

infracción la comisión de la cual puede llevar aparejada una sanción económica de hasta 

900.000 euros. Esta previsión administrativa se incardina perfectamente con la función 

social de la vivienda, que es la finalidad última de la norma.  

 

1.3. Manifestaciones del acoso inmobiliario 

  

 Las formas de realizar el acoso inmobiliario pueden ser diferentes y cambiantes 

en el tiempo, ya que éstas avanzan más rápidamente que las previsiones legales en este 

tipo de conductas. Las principales formas de realizar el acoso, mediante 

comportamientos que ya sea por acción u omisión, en la mayor parte de casos se 

refieren a obligaciones del propietario, consisten en: 

 

 1. Falta de mantenimiento del inmueble.  

 

 2. Negativa a cobrar la renta.  

 

 3. Acoso personal.  

 

 4. Deficiencias en los suministros de la vivienda.  

 

 5. Problemas higiénicos.  

 

 Los casos que tienen más jurisprudencia porque generan mayor conflictividad 

son los relativos al incumplimiento de las obligaciones por parte del arrendador 

relativas a las obras de conservación, que encuentran su solución en los arts. 21, 27 o 30 

LAU11. Además, el art. 107 TRLAU, recuérdese del año 1964, especifica que las 

                                                            
11 Véase la SJP Barcelona 56/2012, de 7 de febrero, ARP 2012\221, dónde se aprecia Mobbing 
inmobiliario al comprobar que los propietarios de la vivienda, sabiendo que la arrendataria carecía de 
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reparaciones necesarias a fin de conservar la vivienda o local de negocio arrendado, son 

a cargo del arrendador, y está obligado a realizar, sin derecho a elevar por ello la renta, 

todas las reparaciones que sean necesarias para conservar la vivienda en las condiciones 

de habitabilidad para servir al uso convenido. Se exceptúa se esta regla general el 

supuesto en el que dicha reparación sea imputable al arrendatario, como disponen los 

arts. 1563 y 1564 CC12, que son las disposiciones generales respecto a los 

arrendamientos en materia de derechos y obligaciones del arrendador y arrendatario.  

 

 Otro de los supuestos que suelen presentarse son los impedimentos para el pago 

de la renta13 o la realización de obras de mejora, que no son más que una manera de 

incomodar al arrendatario, y que encuentran su solución en el art. 1176 CC14 respecto a 

las formas de pago, o bien en el art. 22 LAU, respecto a las obras de mejora, donde se 

contiene la obligación de soportarlo por parte del arrendatario y la del arrendador de 

avisarle, al igual como en las anteriormente vistas obras de conservación.  

 

 

II. EL PERFIL DEL AGRESOR Y DE LA VÍCTIMA 

 

 En el ámbito del Mobbing inmobiliario, la propiedad arrendada sería el ámbito 

en el cual ocurre el acoso u hostigamiento de parte del propietario o también del agente 

                                                                                                                                                                              
agua corriente y luz eléctrica y que vivía en condiciones insalubres por filtraciones de agua y humedades, 
no hicieron nada para remediarlo. 
 Además en relación con la jurisdicción civil a la que se deriva por sobreseimiento libre a 
propósito de decidir a quién corresponden las obras de mejora de la vivienda, véase el AAP Madrid 
579/2011, de 24 de octubre, JUR 2012\22096, así como el sobreseimiento provisional del AAP 
Salamanca 263/2011, de 9 de septiembre, JUR 2011\352110.  
 Además, la SAP Madrid 104/2011, de 8 de marzo, JUR 2011\141816, considera como 
coacciones que la parte arrendadora incumpla sus obligaciones y no atienda los gastos por suministro de 
luz a las partes comunes, y define la conducta como “[a]ctuación que, sin perjuicio de las mayores o 
menores dificultades económicas que atraviesan la sociedad, está presidida por el propósito de que los 
inquilinos soporten unos mayores gastos no estipulados y hacerles incómoda su situación para provocar 
que acepten una subida del alquiler o desalojen el edificio.” 
12 Disponen ambos artículos que respectivamente, “[e]l arrendatario es responsable del deterioro o 
pérdida que tuviere la cosa arrendada, a no ser que pruebe haberse ocasionado sin culpa suya” y que “[e]l 
arrendatario es responsable del deterioro causado por las personas de su casa.” 
13 Véase la SJP Barcelona 360/2012, de 29 de junio, ARP 2012\546, en la que se aprecia la existencia de 
Mobbing inmobiliario, porque el propietario de la finca, para deshacerse de su arrendataria, no le cobra la 
renta, y deja que la finca se deteriore hasta no reunir unas condiciones mínimas de habitabilidad, además 
de cortarle el suministro de agua.  
14 Reza el artículo “[s]i el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento de pago se negare sin razón a 
admitirlo, el deudor quedará libre de responsabilidad mediante la consignación de la cosa debida. La 
consignación por sí sola producirá el mismo efecto cuando se haga estando el acreedor ausente o cuando 
esté incapacitado para recibir el pago en el momento en que deba hacerse, y cuando varias personas 
pretendan tener derecho a cobrar, o se haya extraviado el título de la obligación.” 
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inmobiliario hacia la víctima, que siguiendo con las posiciones que ocupan los sujetos 

en esta posición, es quien habita la casa arrendada15. A continuación es conveniente 

establecer qué posibles características reúnen tanto agresor como víctima, para ver en 

qué medida pueden ser potenciales agresores o víctimas.  

 

2.1. Perfil del agresor o acosador inmobiliario 

 

 Sobre el perfil del agresor, existe una interesante aportación de la psicoanalista 

Marie-France HIRIGOYEN, la cual explica que los rasgos de la personalidad del 

agresor en el ámbito inmobiliario se encaminan hacia una estrategia de utilización de la 

víctima para conseguir su objetivo y posteriormente acometer su destrucción, sin que se 

produzca sentimiento de culpa. Es lo que los psicoanalistas denominan la noción 

perverso narcisista, compuesta de tres elementos que son la victimización con la 

comisión de la conducta delictiva, la humillación hacia la víctima y posteriormente la 

transmisión de la culpabilidad a la víctima.  

 

 Más en concreto, en lo que se refiere al perfil del acosador inmobiliario, el 

mismo reúne características que son de especial relevancia, pudiendo realizar su perfil 

partiendo de éstas16: 

 

 1. Intenta demostrar mediante conductas coactivas, la intención de excluir a la 

víctima de su inmueble, aún y pudiendo ser aparentemente conductas tendentes a 

ofrecerle a ésta una vivienda mejor. 

  

 2. Posee una personalidad soberbia frente a la víctima tratando de demostrar su 

poder frente a la misma, mediante las conductas coactivas que siempre persiguen el 

objetivo de excluir a la víctima de la vivienda.  

 

 3. Ejerce actos hostiles sobre la víctima del acoso inmobiliario.  

 

 4. Posee ambición económica y financiera desmedida.  

                                                            
15 Véase RUBIO LARA, P. A. (coord.), Victimología Forense y Derecho Penal, Tirant lo Blanch, 2010, 
pp. 293-309.  
16 Véase a MAC DONALD, A. F. op. cit. 
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 5. La realización de estos actos tienden a cumplir con un ánimo subjetivo de 

tener un trato degradante con la víctima, dañando su integridad física y moral. 

  

 6. Existe también habitualmente una negativa a cobrar la renta del inmueble. 

 

 7. Además existe otra conducta consistente en incumplir la obligación de todo 

propietario a efectuar arreglos para mantener en condiciones dignas el inmueble.  

 

 8. Puede existir también la negativa a proporcionar los elementos que permitan 

acceder a los suministros básicos de los inmuebles. 

 

 9. El comportamiento del agresor tiene una doble finalidad:  

 

 a) Excluir a la víctima de su inmueble. 

  

 b) La posterior especulación con la construcción de nuevos edificios.  

 

2.2. Perfil de la víctima 

 

 Previamente a establecer un perfil de la víctima, es necesario ver de qué actos 

puede ser victimizada, para establecer posteriormente quien puede ser sujeto pasivo de 

éstos, más probablemente. Éstos consisten frecuentemente en lesiones, amenazas, trato 

degradante, daños e incendios al inmueble, injurias, estafas y fraude, coacciones, 

persecuciones, hostigamientos y promesas a la víctima de un nuevo alojamiento17.  

 

 Respecto de las víctimas, es frecuente encontrar a personas mayores o desvalidas 

bien sea personal o económicamente, a la vista de las conductas anteriormente descritas. 

Por esto resulta oportuno, llegados a este punto, establecer un perfil de la víctima del 

Mobbing inmobiliario, que reúne como características las siguientes: 

 

 1. Es propietaria o arrendataria del inmueble arrendado. 

                                                            
17 Véase al respecto a DÍAZ PARRA, I. “Desplazamiento, acoso inmobiliario y espacio gentrificable en el 
caso de Sevilla”, Encrucijadas.org, 2011, pp. 49-52 y 62-66. 
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 2. Posee una situación económica habitualmente precaria. 

 

 3. Es generalmente fácilmente manipulable.  

 

 4. Tiene cierta predisposición a ser inestable emocionalmente.  

 

 5. Existe una tendencia natural en ella a aislarse.  

 

 6. Habitualmente tiene poca relación con sus familiares, siendo así más 

vulnerable frente al agresor.  

 

 7. En general carece de habilidades sociales para relacionarse con el entorno.  

 

 

III. CONFIGURACIÓN DEL TIPO PENAL DE ACOSO INMOBILIARIO 

 

 La incriminación del acoso inmobiliario se conforma en dos diversos preceptos 

que son los arts. 172.1 párrafo tercero y 173.1 párrafo tercero CPE, incluidos en el 

capítulo relativo a las coacciones y en el título de las torturas y otros delitos contra la 

integridad moral, respectivamente, tipificados e incluidos en nuestra legislación por la 

LO 5/2010. Los delitos contra la integridad moral que implican un contenido de 

acentuada humillación para la víctima –como son el acoso inmobiliario, el acoso 

laboral, el acoso sexual, y el acoso escolar–, están regulados en los arts. 173 a 177 

CPE18. Agrupan, junto a la tortura y otros malos tratos cometidos por funcionarios, una 

figura sin precedentes en nuestro ordenamiento. 

 

 En lo que se refiere al análisis en profundidad del tipo penal, conviene 

primeramente hacer una serie de precisiones previas en materia de Derecho 

constitucional y administrativo.  

 

3.1. Perspectiva constitucional y administrativa 

                                                            
18 Véase ABASCAL JUNQUERA, A. y ACÓN ORTEGO, I. “Los nuevos delitos de acoso laboral y 
acoso inmobiliario”, Sepin, SP/DOCT/5930, 2010, pp. 17-28.  
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 En lo que se refiere a la perspectiva constitucional, se parte del planteamiento 

siguiente: la víctima del acoso inmobiliario habitualmente claudica ante la agresión, 

siendo necesaria una actuación legislativa de carácter constitucional tendente a 

preservar los derechos de la víctima en relación con la vivienda.  

 

 Esto provoca que exista una negación de las necesidades esenciales base del 

desarrollo personal, según MASLOW, comprometiendo la integridad moral de la 

persona e interfiriendo en el libre desarrollo de su personalidad, atentando frente a un 

derecho recogido en los arts. 10 y 15 CE19. Por unanimidad de todos los grupos 

políticos, el Senado español aprobó el 19 de junio de 2001 una moción que instaba al 

Gobierno a legislar sobre el acoso y sus consecuencias sobre la personalidad del 

ciudadano, finalmente concretadas en los arts. 172.1 párrafo tercero y 173.1 párrafo 

tercero CPE.  

 

 En lo que se refiere a la protección o regulación del Derecho administrativo 

frente a éste tipo de agresiones constatamos la inoperancia de la Ley de expropiación 

forzosa de 1954, declarada constitucional por el TC posteriormente. Es oportuno 

considerar que en el texto articulado no se garantiza en absoluto el derecho a la 

propiedad privada y a la herencia, contenido en el art. 33.1 CE y en consecuencia se ha 

permitido un crecimiento exacerbado de la especulación urbanística, permitiendo a su 

vez el acoso inmobiliario institucional, bien sea gubernamental o municipal que atenta 

contra la dignidad de la persona.  

 

3.2. Perspectiva penal 

 

                                                            
19 Vid respecto los derechos de la persona el art. 10 CE: “1. La dignidad de la persona, los derechos 
inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los 
derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social. 2. Las normas relativas a los 
derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las 
mismas materias ratificados por España.”  

Respecto del derecho a la vida, véase el art. 15 CE: “[t]odos tienen derecho a la vida y a la 
integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos 
inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las Leyes 
penales militares para tiempos de guerra.” 
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 Tras la entrada en vigor de la LO 5/2010 de 22 de Junio, es decir, a partir del 23 

de Diciembre de 2010, se da entrada a un grupo de nuevos delitos en el Código Penal 

español, entre los cuales se contiene el acoso inmobiliario20. El acoso inmobiliario es un 

delito fruto de la propia naturaleza del proceso legislativo, siempre por detrás de la 

realidad social que intenta de manera más o menos afortunada, regular o sancionar 

conductas antijurídicas o situaciones pendientes de percibir un marco jurídico más 

apropiado, posteriormente a su mayor auge.  

  

 Estas conductas ya venían siendo penalizadas a través de otros preceptos 

jurídicos como las coacciones, amenazas, el delito de trato degradante, pero ahora se 

prevé específicamente el acoso que sufren los propietarios o arrendatarios de inmuebles 

arrendados por parte del arrendador o propietario del edificio para que lo abandonen, y 

poder especular con la disposición de ese derecho de propiedad21. 

 

 Anteriormente a su concreta tipificación no se preveían específicamente los 

comportamientos que constituían en su conjunto acoso inmobiliario22, contemplándolos 

actualmente, cómo se explica en la Exposición de Motivos de la LO 5/2010, como 

“conductas acosadoras en la esfera de la vivienda”. 

 

 La Exposición de Motivos de la LO 5/2010, muestra que sujeto activo o pasivo 

del delito puede serlo cualquiera, esté o no unido por un vínculo contractual. Así, 

además de la descripción típica que suprime la referencia al contrato y por ende al 

arrendamiento, aún y siendo el caso más común, la Exposición de Motivos acota 

subjetivamente el delito que se comete “por parte de propietarios o inquilinos frente a 

los ataques dirigidos a obligar a unos o a otros”. No obstante, los delitos serán de 

                                                            
20 Véase al respecto a GÓMEZ TOMILLO, M. Comentarios al Código Penal, Lex Nova, 2010, pp. 666-
680.  
21 Véase a MARCOS GONZÁLEZ, J. I. (coord.), La tutela frente al acoso moral: laboral, escolar, 
familiar e inmobiliario: del silencio a la palabra de Ley penal, Cizur Menor, Aranzadi, 2006, pp. 146-
168.  
22 Anteriormente lo que se venía considerando era la existencia de coacciones dentro de la llamada vis 
compulsiva, por ejemplo en los supuestos de corte del suministros al arrendatario, y era una conducta que 
podía ser tanto activa, como por ejemplo cerrar la llave de paso del agua, retirar el contador, ordenar el 
corte de los suministros, como pasiva, como por ejemplo dejando de pagar el suministro, debiendo 
tratarse siempre de una comisión dolosa. En el acoso inmobiliario, la conducta del propietario, se informa 
del propósito de hacer incómoda la situación de los arrendatarios, bien para que acepten una serie de 
condiciones o modificaciones en su situación, o para provocar que desalojen el inmueble. Ambas 
actuaciones suelen darse cuando debido a la especulación inmobiliaria no resulta rentable la propiedad del 
edificio. Véanse las SSTS 984/1995, de 6 de octubre, RJ 1995\7043 y 348/2000, de 28 de febrero, RJ 
2000\889 al respecto.  
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aplicación cualquiera que sea el vínculo jurídico con la vivienda, la edad o sus 

condiciones personales. El único requisito exigible es que se sea habitante de la 

vivienda. Cuando los acosados sean personas especialmente vulnerables, podrá acudirse 

a la agravante del art. 22.2 CPE, consistente en ejecutar el hecho con abuso de 

superioridad. 

 

 Además pone de manifiesto la intención de “tutelar el derecho al disfrute de la 

vivienda por parte de propietarios o inquilinos frente a los ataques dirigidos a obligar a 

unos o a otros a abandonarla para así alcanzar, en la mayoría de los casos, objetivos 

especuladores.” Justifica la reforma en este ámbito la Exposición de Motivos diciendo 

que “[d]istintos pronunciamientos judiciales habían venido poniendo de manifiesto las 

dificultades que para la represión de estas conductas se derivaba de la ausencia hasta el 

momento de una específica regulación penal de este fenómeno23.” 

 

 Sin movernos de la Exposición de Motivos, cabe hacer hincapié en lo que en ella 

se contiene y es que da a entender que esta tipificación nace para penalizar dos tipos de 

actos, que son bastante usuales en el sector inmobiliario, a saber: 

 

 1. Los actos relacionados con contratos de arrendamiento de renta antigua, con 

la problemática anteriormente explicada, y el importe de cuya renta podría aumentarse 

mucho si dicha renta se adecuase a los precios de mercado.  

 

 2. Situaciones en las que un promotor quiere, sin el acuerdo de los propietarios, 

demoler y reconstruir un edificio, para su posterior venta y especulación.  

 

 Respecto de la configuración del tipo penal, existen conductas por parte de los 

propietarios que son limítrofes directamente con el tipo penal descrito, y son abandonar 

el edificio para generar la declaración de ruina y la negativa a cobrar la renta. Ahora 

bien, a estos dos primeros métodos se le suman las posibles amenazas, coacciones, 

allanamiento de morada, daños, injurias o calumnias, todos ellos ya tipificados.  

 

                                                            
23 Muestra la SAP Vizcaya 666/2009, de 25 de junio, ARP 2009\1087, que “resulta estéril la discusión 
sobre la calificación penal del manido mobbing inmobiliario cuando lo realmente relevante es, constatado 
que como tal no tiene acogida en nuestro Código Penal, la incardinación de unos hechos determinados en 
el delito por el que se formula la acusación.” 
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 Conviene destacar, llegados a este punto, que el sujeto activo del delito no se 

circunscribe necesariamente al propietario de una vivienda interesado en el desalojo del 

arrendatario, aunque sea el supuesto más frecuente, sino que puede serlo cualquiera.  

 

 Hasta esta reforma, se entendía que este tipo de prácticas, más allá de las 

conductas que pudiesen ser calificadas como delitos o faltas, debían ventilarse en el 

marco de las reclamaciones civiles en materia de arrendamientos24, considerando que 

las conductas mediante las cuales el agresor pretendía conseguir su fin, que era la 

renuncia del arrendatario, no eran sancionables per se, en el ámbito penal. La cuestión 

no es insignificante, cabe decir en absoluto, porque la afirmación de un uso desmedido 

de la vía penal, frente al principio de intervención mínima del Derecho Penal, no debe 

ocultar que aunque en sí mismas son ilícitos civiles, la realización continuada de éstas, 

puede dejar entrever una conducta de acoso que sea subyacente.  

 

 Además, respecto de los hechos constitutivos de delito o falta, en la situación 

anterior a esta reforma se generaban muchos problemas relativos a la aplicación de 

preceptos considerando los hechos aisladamente, porque algunas de las manifestaciones 

del acoso no tenían cabida en los tipos penales y daba lugar a la impunidad de ciertos 

comportamientos. A veces se reconducían hacia la aplicación del delito de coacciones 

por considerar que lo que se protegía era la libertad de actuación conforme a lo 

decidido25.  

 

 Se criticaba también la aplicación del delito de trato degradante de manera un 

tanto acrítica, ya que venía determinada por la amplitud y falta de taxatividad del 

                                                            
24 La jurisprudencia nos muestra como en numerosas ocasiones se acude a la vía penal por su carácter 
preferente y sumario para resolver problemas de índole civil, sin resolver por tanto el problema de fondo 
en la vía penal. Encontramos un ejemplo en el AAP Barcelona 2991/2004, de 21 de junio, Id Cendoj: 
08019370062004200155, dónde confirmó la decisión del juez instructor de archivar el procedimiento 
penal al entender que los daños materiales en la vivienda, unidos a la ausencia de reparación por el 
arrendador y la negativa a recibir el pago de la renta no eran constitutivos de ilícito penal, manifestando la 
sentencia que “[n]o cualquier actuación de un arrendador encaminada a dificultar al arrendatario el 
disfrute del bien arrendado puede incardinarse en un ilícito penal, se precisa que concurran los elementos 
antes referidos y aun cuando la Sra. Estefanía tenga avanzada edad y la situación le genere 
preocupaciones y desasosiego no por ello se la puede calificar de intimidatoria. Por otra parte, se advierte 
que la citada señora está convenientemente asesorada legalmente y está ejercitando sus derechos con 
prontitud por lo que no existe tampoco abuso de situación de superioridad alguna por parte del 
denunciado.” 
25 Encontramos un ejemplo anterior a la regulación actual dónde se reconducían los cortes en los 
suministros de agua y luz a una condena por un delito de coacciones en la STS 348/2000, de 28 febrero, 
RJ 2000\889. 
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precepto, y por tanto esto requería una tipificación expresa de dicho hostigamiento, para 

acabar con los problemas de tipicidad y reducir la extensión desmesurada del trato 

degradante.  

 

 Conviene resaltar que la configuración penal de la reforma rompe con sus 

antecedentes directos a esta regulación, ya que por ejemplo crea un tipo específico de 

coacciones. Además existe controversia ya que el acento se podría decir que se sitúa en 

la gravedad o mayor injusto de los actos u omisiones de acoso psicológico o de 

hostilidad, lo que entra en contradicción con el acoso como tipo básico, caracterizado 

por constituir la suma prolongada de conductas que no necesariamente poseen 

intensidad cualificada, pero que son permanentes en el tiempo.  

 

 Además existen razones de política criminal que justifican la reforma, como 

acomodar la regulación penal a la exigencia social del castigo expreso y diferenciado de 

este tipo de comportamientos y su complementación con las finalidades de prevención 

general así como pedagógica. Con todo, la regulación se podría haber abordado con más 

calidad y teniendo más en cuenta lo ya expresamente tipificado y como se introduciría 

esta regulación en el articulado ya existente.  

 

3.2.1. Bien jurídico protegido 

 

 Respecto a estos delitos se podría decir que existe una confluencia y en cierto 

modo confusión de los bienes jurídicos protegidos, para los cuales se tipificó el acoso 

inmobiliario, a saber: 

 

 1. El bien jurídico protegido es la libertad de deliberación, decisión y actuación 

vinculada al uso del inmueble utilizado como vivienda, es decir el libre y legítimo 

disfrute de la vivienda frente a la vis physica, moral, o vel in rebus, tal y como se 

contiene en el art. 172.1 párrafo tercero CPE, refiriéndose a la violencia física, psíquica 

o en las cosas. Por tanto, se puede inferir que el legítimo disfrute de la vivienda, como 

bien mediato protegido, es la diferencia que existe entre integridad moral y la libertad, si 

se situasen en un plano de igualdad. En el delito del art. 172 CPE el bien jurídico 

protegido de la vivienda coexistiría intensamente con el de la libertad de la persona.  
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 2. El bien jurídico protegido es la integridad moral, frente a reiterados actos 

hostiles o humillantes que impidan el legítimo disfrute de la vivienda, como se contiene 

en el art. 173.1 párrafo tercero CPE. En este caso la integridad moral reconocida en el 

art. 15 CE, está conexa con la dignidad de la persona que es uno de los fundamentos del 

orden político y de la paz social, contenida en el art. 10.1 CE. Respecto a la integridad 

moral, cabe constatar que es un concepto jurídico indeterminado, ya que es genérico y 

un tanto abstracto en relación con la vida e integridad física.  

 

 Llegados a este punto y a la vista de la doble tipificación, se destila una cierta 

incoherencia entre la tipificación más que recomendable para dotar de seguridad 

jurídica a las situaciones de acoso inmobiliario y como se ha realizado finalmente. En 

primer lugar la inclusión del tipo en dos preceptos que aún y siendo consecutivos, no 

responden a la protección de un mismo bien jurídico. Seguidamente la falta de 

coherencia o compatibilidad con el resto de preceptos que con anterioridad a la 

específica regulación del acoso inmobiliario eran aplicables.  

 

 Así pues, se puede constatar que parece, a la vista del articulado, que el 

legislador no tenga claros dos aspectos fundamentales de cualquier tipificación: la 

ubicación y la compatibilidad con el resto de preceptos. Partiendo de esa duda, pues, 

decide tipificar por duplicado la conducta según si es más o menos grave el acoso, pero 

sin mantener una coherencia interna, provocando así una falta de cohesión tanto en el 

art. 172 como en el 173 CPE.  

 

 Resulta un redactado un tanto confuso y si se me permite la expresión un tanto 

intoxicado por el sistema de reforma tras reforma, que no parece por el momento, ni 

resolver el problema de fondo de coherencia interna de cualquier legislación penal, ni 

por tanto llevarnos a buen puerto en cuánto al tratamiento adecuado de esta cuestión. Es 

más, no permite el tratamiento conjunto en un solo artículo de un fenómeno delictivo 

que tiene suficiente entidad como para tener su propia regulación plenamente autónoma, 

pero integrada con coherencia sobretodo penológica en el resto del Código.  

 

 Volviendo al bien jurídico protegido, en el Diccionario de la RAE figura que 

moral significa lo que “no pertenece al campo de los sentidos, por ser de la apreciación 

del entendimiento o de la conciencia, que no concierne al orden jurídico, sino al fuero 

 
 

16



interno o al respeto humano” y también remarca que son el “conjunto de facultades del 

espíritu”, constatando la abstracción del concepto.  

 

 Por tanto se podría decir que el delito de coacciones agravado como es en este 

caso, es un delito pluriofensivo, ya que no sólo tutela la libertad de obrar del sujeto, sino 

que también tutela el derecho al “legítimo disfrute de la vivienda”26. A su vez cabe 

destacar que la integridad moral es un bien o valor independiente de otros como la vida, 

la integridad física, la libertad en sus diversas manifestaciones y el honor, y que viene 

siendo identificada, por un lado, con la inviolabilidad, la integridad personal y la 

incolumidad del ser humano. También se relaciona la integridad moral con el derecho a 

ser tratado como persona y no como cosa, identificándose con la integridad psíquica, 

entendida como libertad de autodeterminación y de actuación conforme a lo decidido, es 

decir, la libertad ya protegida en los delitos de amenazas y coacciones.  

 

 Es oportuno hacer una especial consideración respecto a la libertad de acción, 

que es afectada por la violencia física, moral o in rebus, como el tradicional bien 

jurídico protegido en el delito de coacciones, así como el patrimonio, el honor y la 

administración de justicia en este tipo delictivo. Es oportuno traer a colación aquí que 

RAGUÉS I VALLÈS27 considera que el interés que se ve afectado por el acoso 

inmobiliario no es tanto la libertad, la integridad moral o el patrimonio, por lo que ni las 

coacciones ni los delitos contra la integridad moral son herramientas plenamente 

adecuadas o idóneas para combatir este fenómeno, sino que, por otro lado, estos tipos 

                                                            
26 En lo que se refiere a la protección del bien jurídico considerado como “disfrute de la vivienda”, es 
oportuno traer a colación a LAFONT NICUESA, L. “Comentarios al nuevo delito de acoso inmobiliario”, 
Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 804/2010, 2010, pp. 1-6.  
 Véase además la SJP Barcelona 56/2012, de 7 de febrero, ARP 2012\221, dónde muestra 
respecto al legítimo disfrute de la vivienda que “la legislación penal mencionada establece expresamente 
la criminalidad de esos hechos, sin perjuicio de que en paralelo existan otros cauces de protección, sea la 
civil, la administrativa o la laboral, al igual que en modos similares ocurre en el ámbito de la usurpación 
de domicilio, el abandono de familia, las injurias y calumnias, los delitos relacionados con la insolvencia, 
la apropiación indebida, los delitos contra la seguridad de los trabajadores, contra la seguridad vial u 
otros, lo que en absoluto permite que el principio de mínima injerencia se sirva indiscriminadamente para 
desvirtuar una opción legislativa bien clara, como es la de perseguir actos u omisiones directamente 
dirigidos a vulnerar el derecho de legítimo disfrute de una vivienda, en el caso analizado por una 
inquilina, durante varios años de duración y con efectos sangrantes en la vida cotidiana de la misma que 
inevitablemente suprimen la hipótesis de bagatela que pudiera objetarse para esquivar el uso del Derecho 
Penal [...] los actos de violencia en las personas o en las cosas en el ámbito del denominado mobbing 
inmobiliario no son exclusivamente tributarios de los titulares dominicales o dueños de una finca, sino de 
cualquiera que los cometa con la finalidad de, en este caso, impedir el legítimo disfrute de la vivienda, 
anotando igualmente que el tipo penal no precisa de un ánimo específico más allá de ello.” 
27 Véase al respecto a RAGUÉS I VALLÈS, R. “El acoso inmobiliario: últimas novedades legislativas y 
judiciales”, La ley penal: revista de Derecho Penal, procesal y penitenciario, núm. 59, 2009, p. 1.  
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sólo logran reprimir ciertas conductas que pueden estar conectadas con él. En su opinión 

lo que verdaderamente se ve principalmente afectado por el acoso inmobiliario es el 

derecho de toda persona a un disfrute pacífico de su domicilio, es decir, unas mínimas 

condiciones de habitabilidad28 que le permitan desarrollar su personalidad en el ámbito 

del hogar.  

 

 Además, para complementar lo que ya se ha dicho, la jurisprudencia manifiesta 

que el concepto de integridad moral se fundamenta en la dignidad de la persona. Es una 

parte de la integridad personal, entendida como física, psíquica y moral que no puede 

cosificarse, y en él se incluye desde la integridad psíquica, que juntamente con la física 

se protege en los delitos de lesiones, hasta el honor en su doble vertiente interna, es 

decir el sentimiento de la propia dignidad y externa, es decir la fama, ambas vinculadas, 

y pasando por la libertad bien sea de deliberación, de decisión o de acción. Es decir, que 

el bien jurídico llamado integridad moral es una síntesis de otros bienes jurídicos más 

concretos que son los antes mencionados.  

 

 De todos estos bienes jurídicos, el específicamente defendido en las nuevas 

figuras delictivas es el legítimo disfrute de la vivienda, ya sea como la principal 

finalidad en la tipificación o como un fin mediato a otro. Los demás bienes jurídicos 

concurrentes son instrumentales, ya que para conculcar con el disfrute de la vivienda, se 

atentará frente a éstos que son instrumentales29.  

 

                                                            
28 Véase la SAP Barcelona 945/2011, de 20 de diciembre, JUR 2012\87575, dónde los adquirentes de una 
vivienda arrendada, conocían perfectamente el estado interior de la misma, su no idoneidad para ser 
habitada por deficiencias que debían ser reparadas por la propiedad, y omitieron realizar las obras 
necesarias para dejarla en condiciones de ser usada conforme al contrato en su día suscrito, y al hilo de 
esta situación no se aprecian coacciones porque “[p]or más que resulte un hecho indubitado que en las 
viviendas que tenía arrendadas [...] no se ejecutaron las obras que se precisaban para reparar las 
deficiencias existentes en las mismas, las que venían de antes de acceder a la propiedad del inmueble los 
acusados, el Juzgador concluyó a la luz de cuanto ha quedado expuesto que ello no obedeció al propósito 
de forzar a la inquilina a abandonarlas para ulteriormente alquilarlas o venderlas al precio de mercado, 
conclusión que no cabe calificar de manifiestamente errónea, de ahí que forzosamente deba ser respetada 
en la alzada atendida la privilegiada posición del órgano a quo al ponderar la prueba, coadyuvando en 
apoyo de ello la más moderna corriente jurisprudencial del TC iniciada con sentencias como las nº 167 , 
197 , 198 , 200 , 212 y 230/2002 y 68/2003 , a tenor de la cual deviene inviable dictar en la alzada una 
sentencia condenatoria cuando la emitida en la instancia hubiera sido absolutoria, siempre que el cambio 
de sentido de la resolución se asentase en una diferente valoración de la prueba por parte del órgano de 
apelación respecto de la efectuada por el Juzgador mientras no se oyesen directamente los testimonios por 
el tribunal de apelación.” 
29 Véase a VILLEGAS FERNÁNDEZ, J. M. Mobbing inmobiliario, Bosch, 2009, pp. 34-59.  

 
 

18



 Por tanto, es correcta una previsión de estos preceptos para intervenir en los 

casos de acoso inmobiliario sin crear inseguridad jurídica con preceptos que podrían ser 

alternativamente aplicables al caso, pero la técnica legislativa destila cierta incorrección 

al considerar que se está protegiendo por duplicado el bien jurídico libertad, 

anteriormente explicado, ya que en cualquier acto hostil o humillante se realizaría algún 

tipo de violencia para conseguir el fin perseguido, y por tanto debería revisarse, ya que 

antes de la reforma de la LO 5/2010 existen sentencias que consideran aplicable el art. 

173 CPE en su anterior articulado por la acumulación de actos degradantes.  

 

3.2.2. Elemento subjetivo del injusto: el ánimo de provocar el abandono de la 

vivienda por parte del morador 

 

 La Exposición de Motivos parece que integra en la esencia de la conducta el 

hecho de que exista un plan específico para que los vecinos abandonen la vivienda. Así, 

la Exposición de Motivos describe el acoso inmobiliario como “los ataques dirigidos a 

obligar a unos o a otros a abandonarla para así alcanzar, en la mayoría de los casos, 

objetivos especuladores”. No obstante, como se ha señalado, la descripción del tipo 

penal no lo exige expresamente, siendo también posible en la conducta de acoso 

inmobiliario que la finalidad específica del acosador, aunque se la plantee como posible, 

no sea el abandono de la vivienda por el acosado, sino la permanencia de la víctima o 

sujeto pasivo en las condiciones impuestas por el acosador, por ejemplo, pagando una 

renta muy superior30.  

 

 La Exposición de Motivos puede ser entendida como una descripción frecuente 

del fenómeno, pero no en absoluto la única. Ello se avala por la referencia literal “a la 

mayoría de los casos”, que puede entenderse referido no sólo al propósito especulador, 

sino también a la obligación de abandonar la vivienda31. A la vista de lo expuesto, los 

delitos se consumarán siempre que haya perturbación, con independencia de si se 

constata la finalidad de conseguir que la víctima abandone el inmueble. La cuestión no 

es irrelevante, porque en alguna ocasión las resoluciones judiciales han indagado sobre 

                                                            
30 Véase al respecto a CRIADO SÁNCHEZ, J. “El delito de acoso inmobiliario”, Rederecho.com, 2011.  
31 Véase al respecto a RICO-VILLADEMOROS GAMONEDA, J. “El Mobbing inmobiliario”, en 
suite111.net, 2011.  
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el elemento subjetivo y han descartado y por tanto inadmitido la presencia del delito por 

no advertir en el auto el propósito de que la víctima abandone la vivienda32. 

 

3.2.3. Análisis de los dos tipos delictivos 

 

 Actualmente las conductas de acoso inmobiliario se encuentran tipificadas en los 

arts. 172.1 párrafo tercero, como delito de coacciones dentro de los delitos contra la 

libertad y 173.1 párrafo tercero CPE como delito contra la integridad moral.  

 

 La primera de las figuras se establece dentro de un nuevo tercer párrafo en el art. 

172.1 CPE que reza: “[t]ambién se impondrán las penas en su grado superior cuando la 

coacción ejercitada tengan por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda.” 

 

 La segunda se recoge en un nuevo tercer párrafo en el art. 173.1 CPE, que 

dispone que “[s]e impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a 

cabo actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, tengan por 

objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda.” 

 

 Es particularmente interesante la inclusión del término legitimo, lo que excluye 

como sujetos pasivos del delito de acoso inmobiliario a los llamados “okupas”, 

asimilados en el Derecho Civil a precaristas, que son los que disfrutan de hecho de una 

vivienda pero no de forma legítima, es decir sin mediar consentimiento alguno. Así 

pues, conviene detenerse y hacer un análisis más detallado y en profundidad de estas 

figuras delictivas: 

 

 1. Coacciones en el ámbito inmobiliario, tipificadas en el art. 172.1 párrafo 

tercero CPE 

 

 La acción o conducta típica consiste en lo mismo que el tipo general del delito 

de coacciones, es decir, impedir con violencia física, psíquica o en las cosas, es decir in 

                                                            
32 Véase el AAP Barcelona 173/2009, de 24 de marzo, JUR 2009\395727, dónde muestra que “[n]o 
existen indicios de mobbing inmobiliario, pues no se constata elemento alguno que evidencie la voluntad 
de que los arrendatarios abandonen la vivienda de autos mediante la omisión de la reparación o la 
sustitución de la caldera del piso de autos.” 
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rebus a hacer a otro lo que la Ley no le prohíbe, o compelerle, por los mismos medios, a 

efectuar lo que no quiere33.  

 

 Llegados a este punto conviene resaltar que, con la interpretación jurisprudencial 

del delito de coacciones, se ha producido en definitiva una desnaturalización del 

concepto de violencia, que incluye no sólo la violencia física, sino la psíquica i la 

violencia sobre las cosas.  

 

 Originariamente, el término violencia venía asociado a la fuerza física 

exclusivamente sobre las personas, es decir en un sentido material. Como consecuencia, 

el bien jurídico protegido se ubicaba en el ámbito de la libertad de obrar. Posteriormente 

la jurisprudencia y especialmente la del TS ampliaron el concepto de violencia, de 

acuerdo a la interpretación extensiva que realizaba una parte de la doctrina. Esto ha 

provocado la llamada espiritualización del concepto de violencia, ampliando así el bien 

jurídico anteriormente explicado hacia la libertad de decisión34. 

 

 Por ello se puede considerar que este delito es de formas comisivas alternativas, 

pero siempre coercitivas de la libertad de decidir, ya que la conducta típica consiste 

básicamente en efectuar el tipo básico de coacciones, se podría decir en sus múltiples 

modalidades, pero en un ámbito que se reconoce de especial interés en cuanto a su 

protección, es decir la vivienda35.  

 

 Es un delito de resultado, y por tanto exige que se trate de impedir lo que la Ley 

no prohíbe o se obligue a efectuar lo que uno no quiere, sea justo o injusto, provocando 

de forma efectiva un daño o lesión. Antes de la introducción del tercer párrafo del art. 

                                                            
33 Según el Tribunal Supremo, en la STS 1367/2002, de 18 de julio, RJ 2002\8582, el núcleo central de la 
conducta consiste en “imponer con violencia una conducta a otro a través de diversas modalidades de 
actuación, la violencia física, la psíquica y la denominada violencia en las cosas.”  

Sobre violencia en las cosas, véase también la STS 982/2009, de 15 de octubre, RJ 2009\5604.  
Se perpetra también el delito mediante la fuerza ejercida sobre las cosas de uso o pertenencia del 

perjudicado, como se contiene en la STS 1379/1997, de 17 de noviembre, RJ 1997\8241, y cuando una 
actitud mantenida en el tiempo está preordenada a producir miedo y temor en la víctima para obligarla a 
hacer algo que no quiere, como se contiene en la STS 798/2006, de 14 de julio, RJ 2006\6053.  

Además, también se contiene como compeler a otro con violencia a hacer lo que no quiera, 
siempre que se demuestre, ya que se puede producir el sobreseimiento provisional como en este AAP 
Madrid 1148/2010, de 30 de diciembre, JUR 2011\105820.  
34 Véase al respecto a CARUSO FONTÁN, V. “El acoso inmobiliario como agravante del delito de 
coacciones y su posible incidencia en el concepto de violencia”, Eguzkilore, núm. 25, 2011, pp. 7-11. 
35 Véase a CRIADO SÁNCHEZ, J. op. cit. 
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172.1 CPE, la jurisprudencia contenida en las sentencias referenciadas, había calificado 

de delito de coacciones, entre otras, las siguientes conductas: 

 

 1. Cambiar las cerraduras de la puerta de acceso a la vivienda que ocupaba la 

víctima, impidiéndole por la fuerza el disfrute del inmueble al que tenía perfecto 

derecho, en la medida en la que no hubiese sido resuelto por los Tribunales el contrato 

de arrendamiento que había dejado de producir efectos36. Siempre es aconsejable en 

estos casos que el arrendatario cambie la cerradura de la puerta del piso.  

 

 2. Cambiar los candados de la persiana metálica que da acceso al bar para 

impedir el libre uso y disposición del local al cual había accedido el perjudicado por 

traspaso37.  

 

 3. Proceder al desahucio de hecho y extrajudicial del local ocupado por 

arrendamiento, tras descerrajar la puerta y entrar en el local, haciéndose cargo de él38. 

 

 4. Coaccionar por parte de un alcalde a unos vecinos a los que les pretendía 

cobrar contribuciones especiales no aprobadas por el ayuntamiento, y posteriormente 

privarles del suministro de agua39.  

 

 5. Se ha considerado también como delito de coacciones el corte del suministro 

eléctrico40. 

 

 Sobre la aplicación del Derecho Penal a los actos y omisiones directamente 

dirigidos a vulnerar el derecho al legítimo disfrute de una vivienda, hay que resaltar que 

                                                            
36 Véase la STS de 29 de Marzo de 1985, RJ 1985\2047.  

Además véase la SAP Cáceres 88/2012, de 5 de marzo, JUR 2012\106985, dónde muestra que 
“los arrendatarios desistieron del contrato (en sus palabras, lo "rescindieron") antes de llegar a tomar 
posesión efectiva de la vivienda (ninguno ha solicitado recuperar efectos que hubieran quedado en el 
interior de la misma) el cambio de cerradura realizado por la propietaria resulta una conducta penalmente 
atípica desde la perspectiva de las coacciones, ya que los denunciantes habían perdido su derecho a tomar 
posesión de la vivienda una vez que habían optado por rescindir el contrato y, por tanto, la acción de la 
denunciada no les impidió realizar algo a lo que tuvieran derecho, como exige el tipo penal que nos 
ocupa.” 
37 Véase la STS de 2 de marzo 1989, RJ 1989\2349. 
38 Véase la STS de 30 de junio de 1981, RJ 1981\2938.  
39 Véanse las STS de 24 de marzo de 1983, RJ 1983\2178 y SSTS 1050/1999, de 18 de octubre, RJ 
1999\8127, 348/2000, de 28 de febrero, RJ 2000\889. 
40 Véase la STS 348/2000 de 28 de febrero, RJ 2000\889. 
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la legislación mencionada establece expresamente la penalidad de estos hechos, sin 

perjuicio de la existencia de otros cauces de protección, como la jurisdicción civil, por 

lo que el principio de mínima intervención del Derecho Penal no puede usarse para 

desvirtuar una opción legislativa tan clara. 

 

 Llegados a este punto, hay que distinguir entre el resultado del delito, que se 

encuentra en la fase de consumación y la consecución del propósito final querido por el 

autor, que se encuentra en la fase de agotamiento del delito. Para que nos encontremos 

ante un delito de acoso inmobiliario se requiere: 

 

 1. Una conducta violenta, material o intimidatoria contra el sujeto pasivo o 

victima de modo directo, indirecto o a través de terceras personas. 

  

 2. Que se haga con la intención de impedir lo que la Ley no prohíbe o que se le 

obligue a efectuar lo que uno no quiere, sea justo o injusto. 

 

 3. Que la violencia tenga la intensidad suficiente como para ser considerada 

delito –en otro caso sería falta–.  

 

 4. Que el agresor tenga la intención de restringir la libertad ajena, y en este caso 

la coacción consistiría en impedir el disfrute de la vivienda. 

 

 5. Que el agresor no sea una persona jurídicamente legitimada para realizar tales 

actos de violencia o intimidación. 

 

 A la vista de lo que se exige para considerar las coacciones en el ámbito 

inmobiliario, cabe resaltar que no resulta claro a qué supuestos de acoso inmobiliario 

podrá aplicarse esta agravante, siendo además una decisión condicionada por el alcance 

que se dé al concepto de violencia, si amplio o estricto41. Además, la redacción utilizada 

puede generar problemas interpretativos, como se explica a continuación.  

 

                                                            
41 Véase al respecto a CARUSO FONTÁN, V. op. cit., pp. 5-20.  
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 En primer lugar, lo que llama más la atención en cuanto a la redacción del tipo, 

es la forma de definir la conducta típica, ya que cuando el legislador expresa que la 

coacción ejercida debe tener como objeto “impedir el legítimo disfrute de la vivienda” 

parece referirse a un elemento subjetivo del tipo, es decir a una intención del sujeto 

activo al llevar a cabo la coacción, como si se requiriese de ésta para describir la acción 

típica. No obstante, al ser el delito de coacciones un delito de resultado, y por tanto que 

se entiende consumado cuando se verifica de forma efectiva el resultado de impedir o 

compeler a la víctima a llevar a cabo determinada conducta, será imprescindible para la 

consumación de este tipo agravado que la víctima haya sido efectivamente impedida de 

disfrutar de su derecho a la vivienda.  

 

 Se podría convenir que la mejor forma de redactar el articulado globalmente de 

todo el acoso inmobiliario, hubiese sido tipificar en un artículo específico el acoso 

inmobiliario, o redactar por completo los arts. 172 y 173 para que la introducción del 

acoso inmobiliario encajase perfectamente en la regulación actual. No siendo así las 

cosas, cabe considerar respecto de las coacciones que podía haberse incorporado la 

nueva agravante configurada como una coacción que impida el normal desarrollo del 

bien jurídico protegido, de forma específica, que en lo que aquí interesa es el “legítimo 

disfrute de la vivienda”. 

 

 La doctrina además ha puesto de manifiesto otra cuestión, también 

controvertida, que puede generar inconvenientes a la hora de aplicar el tipo cualificado, 

y es la determinación de a partir de qué momento se puede sostener con garantías que se 

ha impedido de forma efectiva el disfrute de la vivienda.  

 

 Una primera posibilidad podría ser entender que fuese necesario que el 

arrendatario acosado hubiese procedido a abandonar la vivienda, aunque esta opción 

relega a la tentativa la mayor parte de los supuestos de acoso inmobiliario, donde el 

arrendador toma de forma efectiva medidas para dificultar la permanencia en el 

inmueble, y al mismo tiempo el arrendatario procede a la denuncia antes de tomar la 

decisión de abandonar la vivienda. La solución opuesta pasaría por interpretar que todas 

las limitaciones que le provoca el arrendador al arrendatario suponen ya la lesión del 

bien jurídico protegido. A la vista de la situación, parece oportuno considerar que la 

concurrencia de esta problemática depende del ámbito de aplicación que pretenda darse 
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a este tipo delictivo. Por tanto en el caso de que se limitase la violencia exigida 

únicamente al constreñimiento físico se restringiría demasiado el tipo penal, ya que, la 

fuerza física aplicada directamente sobre las personas que habitan se encaminará a 

impedir su entrada o permanencia y el delito se consumará, por tanto, cuando éstos no 

tengan la posibilidad de disfrutar la vivienda a la que legítimamente tienen derecho.  

 

 De esta manera, con una expresa falta de acuerdo en lo relativo a las situaciones 

a las que sería aplicable el acoso inmobiliario, en lo que se refiere al tipo básico del 

delito de coacciones, se decidió crear una agravante para los casos en los que se 

despliegue violencia para impedir el legítimo disfrute de la vivienda de un tercero. 

 

 En este caso, se puede constatar que el legislador, ignorando la opinión de la 

mayor parte de la doctrina, pretende que la cuestión ya se encuentre resuelta mediante la 

aceptación generalizada de la jurisprudencia a aplicar el delito de coacciones, como 

instrumento en la gran mayoría de supuestos de fuerza en las cosas y por tanto, sólo 

percibe como necesaria la introducción de una agravante para que los ciudadanos vean 

reforzados sus derechos en este ámbito42, pero no para realmente dotar al sistema de 

instrumentos mejores para enjuiciar este tipo de delitos.  

 

 Cabe prestar atención, en este momento, a la jurisprudencia expansiva en 

relación con el concepto de violencia como medio comisivo en el delito de coacciones y 

en cómo afecta a la configuración del acoso inmobiliario43. En este sentido se pronuncia 

MUÑOZ CONDE44, quien entiende que la reforma por un lado confirma, aunque de un 

modo indirecto, la tesis jurisprudencial que amplía el concepto de violencia que ya se 

consideraba en la aplicación del delito de coacciones antes de la reforma de la LO 

                                                            
42 Véase al respecto a RODRÍGUEZ RAMOS, L. “El Blockbusting (Una excrecencia legislativa más)”, 
Diario La Ley, núm. 7534, Sección Tribuna, 2010, pp. 2-6.  
43 Vid STS 8789/2012, de 21 de diciembre, Id Cendoj: 28079120012012101035, dónde literalmente 
muestra en relación con el concepto de violencia en el delito de coacciones, su fundamento y varios 
pronunciamientos judiciales al respecto: “[l]a vis o fuerza empleada por el sujeto activo del delito de 
coacciones no sólo comprende los casos de violencia física como tal, sino que incluye cualquier ataque a 
la voluntad de la víctima, pues con ello también se limita su libertad. Y en este sentido, el concepto de 
violencia ha ido ampliándose para incluir también la intimidación o "vis compulsiva" e incluso la fuerza 
en las cosas o "vis in rebus" siempre que repercuta en la libertad de la persona para el pacifico disfrute de 
sus derechos ( SSTS. 628/2008 de 15.10 , 982/2009 de 15.10 ). La mera restricción en la libertad de obrar 
supone de hecho una violencia y, por tanto, una coacción, siendo lo decisorio el efecto coercitivo de la 
acción más que la propia acción. Esta utilización del medio coercitivo ha de ser adecuada, eficaz y causal 
respecto al resultado perseguido ( STS. 843/2005 de 29.6 ).” 
44 En VILLEGAS FERNÁNDEZ, J. M. “Teoría penal del acoso moral: mobbing, bullying, blockbusting”, 
Boletín del Ministerio de Justicia, núm. 1997, 2005, pp. 5-9 y 12.  
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5/2010, así como otras formas de obstaculización del disfrute de la vivienda calificadas 

de acoso inmobiliario, que pueden incluir conductas como la perturbación del uso de la 

vivienda provocando molestias, que no son directamente intimidatorias ni consisten en 

empleo de fuerza en las cosas. 

 

 Existe otra corriente doctrinal que opina que la redacción de la nueva agravante 

no incluye ningún nuevo elemento, que por sí mismo haga subsumibles todas las 

conductas en las que de alguna manera y por algún medio, se impida el legítimo disfrute 

de la vivienda.  

 

 Si el legislador se hubiese querido pronunciar a favor de la interpretación del art. 

172 CPE sostenida por la Jurisprudencia, podría haber procedido a la incorporación 

expresa de los supuestos de intimidación y de utilización de fuerza en las cosas en el 

delito de coacciones, del mismo modo que sucede en el ámbito del delito de realización 

arbitraria del propio derecho, precepto que guarda una estrecha relación con el delito de 

coacciones.  

 

 Lo que apoya fuertemente a esta corriente doctrinal es que el legislador decidió 

agregar expresamente a la fuerza en las cosas como medio de comisión junto a la 

violencia y la intimidación. Todos estos argumentos llevan a que se pueda sostener que 

el delito de coacciones sólo puede proporcionar respuesta a las conductas en las que 

realmente pueda fundamentarse la utilización de violencia, entendida como el 

constreñimiento físico sobre la víctima. El principio de intervención mínima que rige el 

Derecho Penal es el que en definitiva fundamenta esta tesis, más allá de la intención 

omnicomprensiva del legislador en el ámbito del acoso inmobiliario.  

 

 La inclusión de supuestos de intimidación en el ámbito del delito de coacciones 

es contraria a la sistemática propia del articulado que regula de forma expresa el delito 

de amenazas. Por otro lado, el hecho de que se incluyan los supuestos de fuerza en las 

cosas supone un caso de analogía in malam partem, por el que se distorsiona el alcance 

del precepto y su significado. En lo que se refiere a la posibilidad de admitir la 

concurrencia de violencia a través de comportamientos de omisión, cabe entender que 

es una opción sólo aceptable para el caso de que se admitiese que la violencia abarca los 

supuestos en los que lo que se constriñe es la voluntad de la víctima, supuestos en los 
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cuales existe intimidación y que deben ser resueltos como posibles supuestos de 

amenazas. 

 

 El art. 172.1 párrafo tercero CPE en su último inciso sería la primera línea de 

defensa penal frente al ataque inmobiliario. Quedaría reservado para aquellos casos en 

los que el hostigamiento queda reducido a un mero ataque patrimonial y no trasciende a 

un ataque más intenso en forma de insultos, amenazas o conductas humillantes. La 

penalidad es la mitad superior del delito básico –que es de 6 meses a 3 años–, 

estableciendo pena de prisión alternativa a la de multa de 12 a 24 meses. Debe criticarse 

que la multa sea una opción punitiva en el ámbito del acoso inmobiliario, ya que se 

corre el riesgo de que la multa pueda ser asumida como un coste económico normal por 

parte del agresor, y que disminuya la eficacia disuasoria de la regulación penal. 

 

 Cabe destacar la falta de mención en el art. 172 CPE de un elemento inherente al 

concepto de acoso como es el de la reiteración. A diferencia del art. 173 CPE, que 

incluye en la descripción típica el concepto de reiteración, bien expresamente o 

deduciéndose necesariamente del concepto de trato, el art. 172 CPE guarda silencio 

sobre él, por lo que un acto esporádico y sin continuidad en el tiempo podría satisfacer 

también las exigencias típicas del nuevo tipo. Cabe entender que la reiteración formará 

parte de la gravedad de la conducta que el tipo penal de coacciones establece para fijar 

la pena. 

 

 2. Conductas de acoso inmobiliario tipificadas como delito contra la 

integridad moral en el art. 173.1 párrafo tercero CPE 

 

 La redacción de este precepto hace que se clasifique el delito en dos a su vez, 

según si constituye o no trato degradante el acoso inmobiliario. 

 

 2.1. Acoso inmobiliario mediante actos hostiles o humillantes que 

constituyan trato degradante 
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 La conducta delictiva global de todo acoso moral se viene ubicando en dicha 

modalidad45 en el primer párrafo del art. 173 CPE, cuando exige el trato degradante, 

pero al preverse sólo de forma implícita, debido al principio de tipicidad del Derecho 

Penal, no sería preciso describir expresamente el elemento de la reiteración en cuanto el 

concepto de trato implica el de sistematicidad. Por tanto, este primer párrafo incluirá 

conductas que de forma grave atenten a la exigencia de respeto que toda persona merece 

como tal. 

 

 La pena en este caso oscila entre seis meses y dos años de prisión. Resulta 

llamativo su contraste con la pena de acoso inmobiliario por su heterogeneidad e 

intensidad. Mientras que la coacción prevé la alternativa entre prisión o multa, el delito 

del art. 173 CPE no prevé la alternativa de multa en ningún caso por lo que inicialmente 

parece que el legislador viene a reconocer que es una conducta más grave. Ahora bien, 

tal impresión se desvanece cuando se verifica que la pena mínima del acoso moral del 

art. 173 CPE sería de seis meses como límite mínimo, frente a los veintiún meses del 

art. 172 CPE. Asimismo, el límite máximo del art. 173 sería el de dos años de prisión, 

frente al de tres años del art. 172 CPE. Se ignora qué razón de política criminal justifica 

tal diferencia. 

 

 2.2. Acoso inmobiliario mediante actos hostiles o humillantes que no 

constituyan trato degradante 

 

 Tratar de explicar qué conductas hostigadoras pueden incluirse en este tipo, 

conlleva una problemática casuística bastante compleja. Cabe entender que operaría 

como una cláusula de cierre respecto de las restantes modalidades de acoso 

inmobiliario, pudiendo incluirse el allanamiento de morada, la contaminación acústica u 

otros actos hostigadores46. 

 

                                                            
45 Véase el AAP Vizcaya 330/2009, de 27 de mayo, JUR 2009\344585, dónde muestra que “poniendo de 
manifiesto unos hechos que exigen desarrollar una investigación por la posible existencia de un delito de 
acoso inmobiliario del artículo 173 CP.” 
46 Véase el AAP Barcelona 173/2009, de 24 de marzo, JUR 2009\395727, dónde muestra que se incluyen 
conductas como “no realizar las reparaciones imprescindibles para el mantenimiento de la vivienda o 
edificio en las mínimas condiciones de seguridad, salubridad e higiene, e incluso llegar a inducir la 
entrada en el edificio de okupas o de vecinos perturbadores.” 
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 La penalidad es la misma que para el trato degradante, aunque parece que la 

pena debería ser menos grave cuando no hay trato degradante que cuando lo hay. Se 

entiende que sólo conectando el tipo de acoso no degradante con otro bien jurídico de 

rango constitucional, como la inviolabilidad domiciliaria, contenida en el art. 18 CE, en 

los supuestos de allanamiento o de contaminación acústica, podría justificarse que 

ambos delitos se castiguen con la misma pena. Si el acoso inmobiliario fuese una 

modalidad agravada respecto a un tipo básico del art. 173 CPE, como ocurre en las 

coacciones, la pena debería ser superior.  

 

 El iter criminis hostigador del agresor que describe el legislador es el de “actos 

hostiles o humillantes”. Se ha seguido el mismo modelo que en el acoso sexual previsto 

y penado en el art. 184 CPE. Ahora bien, mientras que en el acoso sexual la causación 

de “una situación objetiva y gravemente intimidatoria, hostil o humillante” se estructura 

como resultado indirecto y el medio comisivo de la acción se describe de forma bastante 

precisa –“solicitar favores de naturaleza sexual”–, en el acoso inmobiliario no se 

concreta de ninguna manera el hostigamiento. Quizás sería conveniente precisar qué 

conductas integran el proceso hostigador, utilizando los conceptos hostigador o 

humillante como cláusula de cierre en la descripción típica o, tal y como hace el acoso 

sexual, como resultado de la acción. Esta necesidad de precisar la acción se hace más 

necesaria ante la división que la reforma hace del acoso inmobiliario en los arts. 172.1 

párrafo tercero y 173.1 párrafo tercero CPE que a su vez se integran en títulos 

diferentes.  

 

 2.3. Análisis conjunto de conductas relacionadas con el acoso inmobiliario 

subsumibles en el art. 173.1 párrafo tercero CPE 

 

 La finalidad del art. 173.1 tercer párrafo CPE, es penalizar la conducta de los 

especuladores inmobiliarios, que consiste en realizar sistemáticamente actos vejatorios 

de carácter leve, hostigando sistemáticamente al resto de vecinos con el único objeto de 

impedir el legítimo disfrute de la vivienda. Ciertamente no parece este tipo penal muy 

diferente del analizado anteriormente en el art. 172.1 párrafo tercero CPE por lo que 

será necesario acudir al bien jurídico protegido para encontrar el elemento diferenciador 

entre ambos.  
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 A la vista del articulado, con la introducción de dos párrafos tan similares como 

son el art. 172.1 párrafo tercero y 173.1 párrafo tercero CPE, nace la exigencia de 

acudir, para su delimitación, a los bienes jurídicos protegidos que respectivamente se 

tutelan. En las coacciones se protege la libertad del individuo en la toma de decisiones, 

como vertiente interna y en la realización de esa voluntad dentro de los cauces legales, 

así como en la vertiente externa, mientras que en el delito contra la integridad moral, el 

bien jurídico protegido es la propia integridad moral, que constituye un valor jurídico 

reconocido expresamente en el art. 15 CE como distinto y diferenciado de otros valores, 

como el derecho a la vida y a la integridad física, así como al honor.  

 

 Como delito contra la integridad moral, es perfectamente aplicable la doctrina 

fijada por el TS en la sentencia de 16 de abril de 200347, que señala la necesidad de la 

concurrencia de los siguientes elementos: “a) un acto de claro e inequívoco contenido 

vejatorio para el sujeto pasivo del delito; b) un padecimiento, físico o psíquico en dicho 

sujeto; c) un comportamiento que sea degradante o humillante e incida en el concepto 

de dignidad de la persona afectada por el delito.” 

 

 Esta descripción de los requisitos que integran los delitos contra la integridad 

moral se ha de contemplar con la LO 5/2010 en el sentido de la existencia de elementos 

específicos, que son los que se exigen para considerar el tipo delictivo. El legislador ha 

optado por establecer como acción típica los “actos hostiles o humillantes”, por lo que 

el análisis de la exclusión de la omisión, la exigencia de dolo y el carácter de tales actos 

hostiles o humillantes, son novedades de este tipo. De la misma manera sucede con el 

elemento temporal, es decir, la exigencia de una realización de forma reiterada, así 
                                                            
47 STS 2709/2003, de 16 de abril, Id Cendoj: 28079120012003103216. Además, añade la jurisprudencia 
del TC al respecto: “[e]l Tribunal Constitucional en su sentencia 120/1990 de 27 de julio realiza un 
acercamiento al concepto de integridad moral, al decir que en el art. 15 de la Constitución Española «se 
protege la inviolabilidad de la persona, no sólo contra los ataques dirigidos a lesionar su cuerpo y espíritu, 
sino también contra toda clase de intervenciones en esos bienes que carezcan del consentimiento de su 
titular». Se ha dicho por doctrina científica que se relaciona la integridad moral con esta idea de 
inviolabilidad de la persona, y con los conceptos de «incolumidad» e «integridad personal». De modo que 
el Tribunal Constitucional, recogiendo la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
significativamente las sentencias dictadas en 18 de enero de 1978 (caso Irlanda contra el Reino Unido), en 
25 de abril de 1978 (caso Tyrer), en 6 de noviembre de 1980 (caso Guzzardi), en 25 de febrero de 1982 
(caso Campbell y Cossans), en 7 de julio de 1989 (caso Soering), en 20 de marzo de 1991 (caso Cruz 
Varas y otros), en 30 de octubre de 1991 (caso Vilvarajah y otros), etc., ha declarado que las tres nociones 
recogidas en el art. 15 de la Constitución («torturas», penas o tratos «inhumanos» y penas o tratos 
«degradantes») son, en su significado jurídico, «nociones graduadas de una misma escala» que en todos 
sus tramos entrañan, sean cuales fueran los fines, «padecimientos físicos o psíquicos ilícitos e infligidos 
de modo vejatorio para quien los sufre, y con esa propia intención de vejar y doblegar la voluntad del 
sujeto paciente» (sentencias del Tribunal Constitucional 120/1990, 137/1990 y 57/1994).” 
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como el resultado típico, sin constituir trato degradante, junto con la consecuencia 

jurídica integrada por la penalidad. Hace falta considerar también que en el caso de 

conductas de acoso inmobiliario no graves, de forma que no pudiesen integrarse en el 

tipo delictivo, podrían sancionarse con arreglo a otros tipos penales, si bien si el acoso 

fuese leve, se podría acudir a la falta de vejaciones injustas de carácter leve, previsto en 

el art. 620.2 CPE48.  

 

 La interpretación que se propone tiene límites, en lo que se refiere al ámbito de 

aplicación de la nueva figura de coacciones agravadas con respecto a los posibles 

supuestos de acoso inmobiliario. Con todo, el nuevo tipo delictivo del art. 173.1 párrafo 

tercero CPE puede dar respuesta a las supuestas lagunas legales que pueda generar esta 

interpretación.  

 

 De esta manera, el delito de acoso inmobiliario, estructurado como un delito 

contra la integridad moral, en realidad define la conducta de quien “de forma reiterada 

lleve a cabo actos hostiles o humillantes, que, sin llegar a constituir trato degradante, 

tengan por objeto impedir el legítimo disfrute de la vivienda”, y por tanto aquellas 

conductas que no reúnan los requisitos del art. 172 CPE, podrán quedar encuadradas en 

el art. 173.1 CPE en su segundo párrafo, en la medida en que los actos realizados sean 

“reiterados” y sean “hostiles o humillantes”49 o puedan ser considerados como tales.  

 

                                                            
48 Véase la SAP Madrid 50/2012, de 9 febrero, JUR\2012\96657, dónde considera que la falta de 
coacciones apreciada en la sentencia de instancia debe ser considerada delito de coacciones en base a los 
siguientes argumentos, en un caso de cambio de cerradura: “el delito de coacciones consiste en la 
realización de una violencia personal para impedir al otro realizar algo no prohibido o para obligar a otro 
a hacer lo que no quiere, sea justo o injusto, siempre en contra de la libertad del obligado y sin 
legitimación para su realización. El núcleo central de la conducta consiste en imponer con violencia una 
conducta a otro a través de diversas modalidades de actuación, la violencia física, la psíquica y la 
denominada violencia en las cosas. Por lo tanto, la intensidad del acto violento es lo que determina 
únicamente la distinción entre el delito y la falta. En el presente caso se ha procedido a un cambio de 
cerraduras cuando el inquilino habitaba la vivienda, con la consiguiente pérdida de la posesión durante 
dos meses y pérdida también de parte de sus enseres que fueron destruidos y de otra parte que fueron 
guardados por el autor, sin que conste su restitución. En tales circunstancias los hechos son constitutivos 
de delito.” 
49 A diferencia del proyecto del año 2009, el legislador introduce una modificación en la LO 5/2010 en 
referencia tanto a la nueva agravante del art. 172.1 párrafo tercero CPE, como al art. 173.1 párrafo tercero 
CPE, y se exige que el disfrute de la vivienda que se afecta sea “legítimo” y no meramente efectivo por 
parte de la víctima del acoso. El problema que conllevaba la redacción anterior era la posibilidad de 
incluir como sujetos pasivos de acoso inmobiliario a los “okupas”, que, efectivamente pudieran ocupar la 
vivienda. Al respecto, véase OTERO GONZÁLEZ, P. y POMARES CINTAS, E. “Tipos penales 
específicos de acoso inmobiliario”, en ÁLVAREZ GARCÍA, F. J. y GONZÁLEZ CUSSAC, J. L. (dir.): 
Comentarios a la Reforma Penal de 2010, Tirant lo Blanch, 2010, p. 194. 
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 En lo que se refiere a la redacción, debe indicarse que no es demasiado acertada 

la decisión de equiparar los actos que puedan resultar hostiles y los que puedan ser 

humillantes50. El término hostilizar según el Diccionario de la Real Academia Española 

significa “atacar, agredir, molestar a alguien con insistencia”. Como consecuencia, la 

expresión hostil parece más oportuna para definir un ataque contra la libertad, que un 

ataque contra el bien jurídico que es en este caso la integridad moral, ya que se trataría 

de un atentado a la libertad de menor entidad. Resulta constatable que todo acto de 

violencia es un acto hostil, pero teniendo en cuenta la actual redacción del art. 173 CPE 

no siempre debe llevar a pensar necesariamente que siempre que se lesiona la libertad 

mediante actos de violencia, se lesiona además la integridad moral.  

 

 Con esta decisión el legislador vuelve a repetir el error que ya se constató en la 

redacción del delito de acoso sexual tipificado en el art. 184 CPE, donde también 

equipara estos términos al exigir que la solicitud sexual provoque en la víctima una 

situación “objetiva y gravemente intimidatoria, hostil o humillante”. 

 

3.2.4. Delimitación de las conductas delictivas 

 

 En las coacciones, se protege tanto la libertad del individuo en la toma de 

decisiones, en una vertiente interna, como la realización de esa voluntad a través de los 

cauces legales, por tanto en una vertiente externa.  

 

 Así las cosas, como señala TRILLO NAVARRO51, la coacción se configura 

como un delito de resultado y de lesión, porque exige que, efectivamente, se trate de 

impedir hacer lo que no se prohíbe o compeler a hacer lo que no se quiere, debiéndose 

distinguir entre el resultado del delito y la consecución del propósito final pretendido 

                                                            
50 En este sentido se pronuncia también VILLEGAS FERNÁNDEZ, quien critica la introducción del 
término “hostil” sosteniendo que “todo ataque al bien jurídico, en cuanto conducta ofensiva, implica una 
cierta hostilidad”; en opinión de este autor, lo que supone la vaguedad conceptual de esta norma, tiene tal 
entidad que sería admisible una interpretación que sostuviera la existencia de acoso sin humillación, 
contenido que se expresa de forma más extensa en VILLEGAS FERNÁNDEZ, J. M. “La impotencia de 
un legislador bienintencionado: el futuro delito de acoso inmobiliario”, Noticias jurídicas, 2010. También 
opinando sobre la utilización del término “hostil” DE VICENTE MARTÍNEZ, R. “El acoso inmobiliario: 
un nuevo delito más al cesto del Derecho Penal”, en SERRANO PIEDECASAS, J. R. y DEMETRIO 
CRESPO, E. (dir.) El Derecho Penal económico y empresarial ante los desafíos de la Sociedad mundial 
del riesgo, Colex, 2010, p. 220. 
51 TRILLO NAVARRO, J. P. “Mobbing inmobiliario (la coacción contractual como delito contra la 
integridad moral en la reforma del Código Penal)”, La ley penal: revista de Derecho Penal, procesal y 
penitenciario, núm. 38, 2007, p. 7. 
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por el autor, pues lo primero pertenece a la fase de consumación y lo último a su 

agotamiento. Señala el autor que se admite tanto la conducta activa como la omisión 

impropia en las coacciones. Además, según jurisprudencia consolidada del TS, no se 

debe confundir el resultado final con la imposición de una conducta no querida, que es 

la que lesiona la libertad de obrar, teniendo como efecto la consecución de los fines del 

agresor. 

  

 Respecto al elemento subjetivo que requiere el tipo, hay que inferirlo de la 

conducta externa, voluntaria y consciente del sujeto activo, sin que se requiera una 

intención maliciosa de coaccionar, pues basta que concurra el dolo genérico de 

constreñir la voluntad ajena imponiendo al sujeto pasivo lo que no quiera efectuar.  

 

 En el delito contra la integridad moral, el bien jurídico protegido es la propia 

integridad moral, valor reconocido en el art. 15 CE. Para que se dé este delito, se 

necesita la concurrencia de los siguientes elementos: 

 

 1. Un acto claro e inequívoco con contenido vejatorio para el sujeto pasivo. 

 

 2. Un padecimiento físico o psíquico en dicho sujeto. 

 

 3. Un comportamiento que sea degradante o humillante e incida en el concepto 

de dignidad de la persona afectada por el delito. 

 

 Todo ello significa que, de manera sucinta: 

 

 1. Se requieren actos que puedan ser penalmente clasificados como hostiles o 

humillantes, por lo que se descarta la comisión por omisión y se requiere dolo.  

 

 2. Que se hagan de forma reiterada. 

 

 3. Que no lleguen a constituir trato degradante. 
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En caso contrario, como sucedía en las coacciones, la falta de gravedad en los 

actos constituiría una falta de vejaciones injustas de grado leve, sancionada en el art. 

620.2 CPE52.  

 

3.2.5. Problemática concursal 

 

 Llegados a este punto es conveniente ver si se pueden producir, a la vista de la 

regulación analizada, concursos normativos o delictivos, entre las figuras introducidas y 

las ya tipificadas.  

 

 En relación con los dos nuevos tipos delictivos introducidos por la LO 5/2010, el 

concurso solo podrá ser de normas, y se resolverá conforme a lo que dispone el art. 8 

CPE53, y por tanto a favor del tipo de la coacción, aplicando la regla de especialidad, la 

primera y la de mayor pena que es la cuarta en orden. Según mi opinión son los criterios 

aplicables, aunque existe controversia doctrinal al respecto sobre si la relación es de 

especialidad o es simplemente una doble tipificación en función del tipo de conducta.  

 

 Respecto a los demás tipos delictivos vistos anteriormente que afectan al 

derecho al honor y al patrimonio, así como la injuria, la calumnia o la extorsión, por las 

mismas razones, también son sólo susceptibles de concurso de normas y se resuelven 

con las reglas anteriormente vistas del art. 8 CPE, ya que son bienes jurídicos los de 

honor y patrimonio que se absorben por la libertad y el pacífico disfrute de la vivienda, 

                                                            
52 Reza el artículo “[s]erán castigados con la pena de multa de diez a veinte días: 
 Los que de modo leve amenacen a otro con armas u otros instrumentos peligrosos, o los saquen 
en riña, como no sea en justa defensa, salvo que el hecho sea constitutivo de delito. 
 Los que causen a otro una amenaza, coacción, injuria o vejación injusta de carácter leve, salvo 
que el hecho sea constitutivo de delito. 
 Los hechos descritos en los dos números anteriores sólo serán perseguibles mediante denuncia de 
la persona agraviada o de su representante legal. 
 En los supuestos del número 2 de este artículo, cuando el ofendido fuere alguna de las personas a 
las que se refiere el artículo 173.2, la pena será la de localización permanente de cuatro a ocho días, 
siempre en domicilio diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de 
cinco a diez días. En estos casos no será exigible la denuncia a que se refiere el párrafo anterior de este 
artículo, excepto para la persecución de las injurias.” 
53 Dispone el artículo que las reglas concursales de aplicación en este supuesto de concurso de normas 
son:  “[e]l precepto especial se aplicará con preferencia al general. 
 El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare expresamente 
dicha subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible. 
 El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones 
consumidas en aquél. 
 En defecto de los criterios anteriores, el precepto penal más grave excluirá los que castiguen el 
hecho con pena menor.” 
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ya que no es posible forzar la salida de ésta sin afectar a la dignidad ni al derecho de uso 

de la víctima.  

 

 Otro aspecto que merece una especial atención es el concurso de normas que se 

produce entre el art. 172.1 párrafo tercero CPE respecto de la coacción, con la 

tradicional amenaza condicional, con independencia de que se haya conseguido o no el 

propósito final, que es impedir el disfrute de la vivienda. Respecto a este extremo, la 

jurisprudencia se ha pronunciado diciendo que se consuma el delito cuando se obliga o 

se impide hacer a otro lo que no quiere o quiere hacer respectivamente, sin que el 

agotamiento del delito afecte a la consumación de la coacción cualificada.  

 

 Por tanto en este caso si se estuviese frente a una amenaza condicional más que 

frente a una coacción cualificada, por el hecho de que no existe inmediatez entre el 

anuncio del mal intimidatorio y el cumplimiento del propósito del sujeto activo, que es 

conseguir la expulsión de la vivienda, tanto si se alcanza el propósito como si no, se 

tiene que resolver el concurso a favor de la amenaza, por imperativo de las reglas 

primera y cuarta del art. 8 CPE anteriormente explicadas, ya que afectan al mismo bien 

jurídico. 

 

 En lo que se refiere a la posibilidad de apreciar un concurso de delitos entre la 

coacción y el tipo agravado en el acoso inmobiliario previsto en el art. 173.1 párrafo 

tercero CPE, parece razonable que además de la lesión a la libertad de la víctima 

provocada mediante violencia, se fundamente la lesión en sí misma como lesiva de la 

integridad moral con la reiteración de las conductas. Esta situación, se daría solamente 

en los casos en los que existan tanto un constreñimiento u hostigamiento de carácter 

físico, como los supuestos en los que pueda fundamentarse la lesión a la integridad 

moral provocada a través de actos humillantes, tratándose así de dos injustos 

penalmente reprochables.  

 

 Respecto de la penalidad, POMARES CINTAS y OTERO GONZÁLEZ54 

critican la configuración legal actual, así como DE VICENTE MARTÍNEZ, 

                                                            
54 POMARES CINTAS Y OTERO GONZÁLEZ ponen de manifiesto que en lo que se refiere a la 
incorporación de la nueva agravante en el delito de coacciones, en definitiva “no añade ni resuelve nada” 
ya que, desde el punto de la vista de la jurisprudencia, que toma en cuenta un concepto ampliado de 

 
 

35



argumentando que ésta misma nos lleva a una situación paradójica ya que la regulación 

para estas situaciones, en realidad lo que hace es convertir el delito específico contra la 

integridad moral en un tipo privilegiado en contraste con el delito de coacciones, 

planteando, con ello, un absurdo problema concursal que más adelante será tratado.  

 

 En opinión de estas autoras, con esta decisión el legislador repite nuevamente el 

error cometido también en el ámbito del delito de acoso sexual, donde la conducta 

específica de anunciar un mal relacionado con las expectativas que la persona tenga en 

su ámbito laboral, en caso de no aceptar mantener relaciones sexuales con el acosador, 

dan lugar a una pena menor de la que se prevé para el delito de amenazas 

condicionales55. 

 

 A la vista de la situación, lo que esta corriente doctrinal no toma en 

consideración es que la relación que puede plantearse entre el delito de acoso sexual y el 

de amenazas condicionales es de un concurso de leyes, ya que en todo caso el bien 

jurídico afectado en este supuesto es la libertad, aún y tratándose en el caso del art. 184 

CPE de la libertad sexual más concretamente, ya que ésta es sólo una específica 

manifestación del bien jurídico libertad. Por tanto entre el delito de acoso sexual y las 

amenazas condicionales el concurso de leyes en aplicación del principio de 

alternatividad deberá resolverse a favor de las amenazas condicionales. La presencia de 

actos que puedan ser considerados como humillantes podría dar lugar, como es lógico, a 

un concurso con el delito de trato degradante. Como ya se ha explicado, el sujeto que 

lleva a cabo conductas propias de acoso inmobiliario ataca derechos patrimoniales de su 

víctima pudiéndose servir para ello de innumerables medios comisivos. Además, en un 

importante número de supuestos se está ante meros incumplimientos contractuales, 

                                                                                                                                                                              
violencia, no habría inconveniente para perseguir, habida cuenta de la anterior legislación, los 
comportamientos más graves de acoso inmobiliario, incluso aquellos en los que se verifican estrategias 
omisivas. Por otro lado, teniendo en cuenta la opinión mayoritaria de la doctrina que restringe el alcance 
del concepto jurídico-penal de violencia, una gran parte de los comportamientos característicos del acoso 
inmobiliario basados en la fuerza impropia sobre las cosas y en la intimidación no quedarían encuadrados 
en el delito de coacciones, una situación que no varía en nada por la introducción de una nueva agravante 
en esta figura. Véase a OTERO GONZÁLEZ, P. y POMARES CINTAS, E. op. cit., pp. 193-198.  
 En el caso de DE VICENTE MARTÍNEZ, la autora sostiene que la tipificación específica del 
acoso inmobiliario cumple con fines “pedagógicos” y “recordatorios”, en cuanto que se trataría de indicar 
de modo expreso a jueces y tribunales, que es posible la sanción penal del acoso inmobiliario a pesar de 
que la legislación penal disponía ya de instrumentos jurídicos suficientes para el castigo de estas 
conductas. Véase a DE VICENTE MARTÍNEZ, R. op. cit., p. 219. 
55 Véase al respecto a FERNÁNDEZ PALMA, R. “Comentario al acoso laboral e inmobiliario de los arts. 
172.1 y 173.1 CP”, Aranzadi, BIB 2010\7395, 2010, pp. 3-4.  
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como, por ejemplo, el caso en el que arrendador no accede a arreglar los desperfectos 

que pudiera tener la vivienda arrendada, cuya elevación a la categoría de delito sólo 

podría ser justificada por la función social que cumple la vivienda. 

 

 Por otro lado, la relación que puede plantearse entre el delito de coacciones 

agravadas por afectar el legítimo disfrute de la vivienda y el nuevo tipo específico del 

acoso inmobiliario será de un concurso de delitos. Se observa que mientras que el tipo 

de las coacciones está enfocado a la protección de la libertad, el art. 173 CPE lo está a la 

integridad moral. La concurrencia de los requisitos propios de ambas figuras dará lugar 

normalmente a un concurso ideal de delitos que deberá resolverse aplicando la pena 

correspondiente al delito más grave en su mitad superior. Así como conclusión de la 

problemática concursal, y en resumen, se puede decir que el acoso inmobiliario como 

coacción del art. 172.1 párrafo tercero CPE entrará en concurso con los delitos contra el 

patrimonio, ya que el acoso inmobiliario no prevé la cláusula típica de cierre que prevea 

la salvedad de que el hecho tenga señalada una mayor pena. 

  

 Los acosos inmobiliarios del art. 173 CPE entrarán a su vez en concurso con los 

delitos que se hayan cometido, aplicando la regla concursal general del art. 177 CPE. 

Sobre la posible aplicación simultánea de los arts. 172 y 173 CPE, recuérdese que el 

primero de estos preceptos protege al bien jurídico de la integridad moral, y por tanto 

goza de autonomía, permitiendo el concurso de delitos sin incumplir el principio de non 

bis in idem, con la triple identidad de sujeto, hecho y fundamento.  

 

 Ahora bien, los dos tipos persiguen la protección de lo que sería en definitiva un 

bien jurídico protegido, que es el derecho a la vivienda digna, y por tanto, aunque 

existan conductas hostigadoras que pudieran encajar en ambas modalidades, resultaría 

dudoso que se pudiese aplicar de forma simultánea la modalidad agravada de las 

coacciones y el acoso inmobiliario que no constituye trato degradante. El problema no 

se plantea respecto al acoso inmobiliario que sí integra un trato degradante, ya que en 

éste el bien jurídico protegido es el de la integridad moral.  

 

3.2.6. Medidas cautelares 
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 Este es un punto conflictivo en cualquier regulación sobre esta materia que aún y 

siendo una problemática de carácter procesal, es relevante traerla a colación en estos 

momentos, por la dificultad que supone su aplicación. El asunto en cuestión excede los 

márgenes del acoso inmobiliario, ya que es conexo con situaciones análogas, como los 

delitos de usurpación.  

 

 El supuesto de hecho en el que se enmarca el acoso inmobiliario es fácilmente 

ubicable con lo dicho hasta el momento, pero lo importante es saber qué hacer frente a 

ello. El problema es más complejo de lo que parece. Dejando de un lado la solución que 

recomienda tutelar estas situaciones mediante la jurisdicción civil56 por aplicación del 

principio de intervención mínima del Derecho Penal, es oportuno saber qué medidas 

otorga el ordenamiento jurídico para abordar el problema, por la concurrencia de los 

elementos objetivos del tipo, como mínimo. Pero existe una problemática 

complementaria propia de la idiosincrasia de las medidas cautelares, y es que la 

finalidad de éstas es asegurar la efectividad de un eventual pronunciamiento 

condenatorio. Sin embargo, como consecuencia de la acentuación de los instrumentos 

de defensa de las víctimas, se viene consolidando una reorientación conceptual de las 

medidas cautelares.  

 

 De esta manera, las medidas cautelares se reinterpretan como en definitiva una 

suerte de tertium genus, es decir, se orientan a evitar la comisión de futuras infracciones 

penales, mediante la acción de las fuerzas y cuerpos de seguridad. A los jueces se les ha 

provisto de la policía en la fase de instrucción o la llamada policía cautelar strictu sensu, 

para garantizar la efectividad de una eventual sentencia condenatoria.  

 

 Frente a esta situación, se emplean instrumentos legales que van dirigidos a 

dotar a los órganos judiciales de poderes para restringir los derechos de los ciudadanos, 

más en previsión de lo que puedan hacer que por causa de lo que hayan hecho, como si 

se tratase, salvando las distancias, de medidas predelictuales. La regulación actual de la 

violencia de género y de la prisión provisional constituye una muestra plausible de esta 

evolución, presente en parte de la regulación de otras conductas delictivas. 

                                                            
56 Encontramos un nuevo ejemplo en la SAP Zaragoza 37/2012, de 21 febrero, JUR 2012\100232, dónde 
no se aprecia la existencia de coacciones por el cambio de cerradura producido en la vivienda ya que no 
estaba en vigor el contrato de arrendamiento y remite el asunto a la vía civil.  
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 Como muestra VILLEGAS FERNÁNDEZ, en los Estados Unidos ya se 

concluyó que el legislador no tenía por qué restringir la prisión provisional a 

consideraciones relativas al peligro de fuga, llamadas considerations solely to questions 

of flight, y que la defensa de las víctimas ante los probables delitos que cometiese el 

sospechoso no era inconstitucional. Ese, precisamente es el sentido que inspira a los 

arts. 544 bis y 544 ter primer párrafo LECrim57. Este articulado es el que mejor se 

ajusta a estos requisitos tuitivos. En el acoso inmobiliario será, sobre todo, el art. 544 

bis LECrim58 el que se aplicará, en la medida en que nos movamos dentro del elenco de 

infracciones del art. 57 CPE –en lo que aquí interesa son los delitos contra la integridad 

moral–. 

 

 A pesar de todo, cabe considerar que la forma sigue siendo la de una medida 

cautelar, y como consecuencia, se tendrán que respetar todas y cada una de sus 

condiciones, es decir, que son ineludibles la verificación indiciaria del fumus bonis iuris 

y el periculum in mora o in damnum. Además, cuando sea posible, deberá procurarse la 

bilateralidad, es decir siempre que no se frustre la eficacia tuitiva, habrá que oír a todas 

las partes.  

 

                                                            
57 Rezan los artículos lo siguiente en lo que se refiere a medidas cautelares a imponer respecto al acoso 
inmobiliario: 
 “[a]rtículo 544 bis.  
 En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el artículo 57 del Código 
Penal, el Juez o Tribunal podrá, de forma motivada y cuando resulte estrictamente necesario al fin de 
protección de la víctima, imponer cautelarmente al inculpado la prohibición de residir en un determinado 
lugar, barrio, municipio, provincia u otra entidad local, o Comunidad Autónoma. 
 En las mismas condiciones podrá imponerle cautelarmente la prohibición de acudir a 
determinados lugares, barrios, municipios, provincias u otras entidades locales o Comunidades 
Autónomas o de aproximarse o comunicarse, con la graduación que sea precisa, a determinadas personas. 
 Para la adopción de estas medidas se tendrá en cuenta la situación económica del inculpado y los 
requerimientos de u salud, situación familiar y actividad laboral. Se atenderá especialmente a la 
posibilidad de continuidad de esta última, tanto durante la vigencia de la medida como tras su 
finalización. 
 Artículo 544 ter.  
 1. El Juez de Instrucción dictará orden de protección para las víctimas de violencia doméstica en 
los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad 
física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el artículo 
173.2 del Código Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que requiera la adopción 
de alguna de las medidas de protección reguladas en este artículo.”  
58 Véase el AAP Burgos 563/2011, de 19 octubre, JUR 2011\397125, en el que declara no haber lugar a la 
medida cautelar de suspensión de la diligencia de posesión de la vivienda, por entender que “lo que se 
imputa en esta causa es un delito de acoso inmobiliario de los arts. 172.1 y 173.1 del CP, respecto de unos 
hechos que vienen siendo analizados en los distintos procedimientos civiles seguidos entre las partes.” 
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 De ahí que sea aconsejable, aunque no se prevea expresamente, celebrar en el 

marco del art. 544 bis LECrim una audiencia equivalente a la del art. 544 ter LECrim. 

Obviamente, por su propia naturaleza y razón de ser, las medidas cautelares son 

admisibles inaudita parte, aunque cabe insistir que rige el principio de subsidiariedad o 

ultima ratio, como una manifestación del de proporcionalidad, y por ello sólo se 

aplicará cuando sea necesaria esta audiencia previa. En síntesis, nuestro ordenamiento 

jurídico ha proporcionado a los órganos jurisdiccionales soluciones para afrontar este 

problema, aunque hay que usarlas, por tanto, sin descuidar ni una sola de las garantías 

del Derecho Penal democrático. 

 

 Además de lo ya expresado en relación con las medidas cautelares, conviene 

recordar aquí que las medidas cautelares que se pueden adoptar conforme a lo dispuesto 

en el art. 544 bis LECrim, se pueden imponer como penas de acuerdo a lo que disponen 

los arts. 48 y 57 CPE59, relativos a las penas privativas de derechos y las penas 

accesorias respectivamente.   

                                                            
59 Disponen los artículos: “ [a]rtículo 48.  
 1.  La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos impide al penado 
residir o acudir al lugar en que haya cometido el delito o falta, o a aquel en que resida la víctima o su 
familia, si fueren distintos. 
 2. La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 
determine el juez o tribunal, impide al penado acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuentren, 
así como acercarse a su domicilio, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea frecuentado por 
ellos, quedando en suspenso, respecto de los hijos, el régimen de visitas, comunicación y estancia que, en 
su caso, se hubiere reconocido en sentencia civil hasta el total cumplimiento de esta pena. 
 3. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras 
personas que determine el juez o tribunal, impide al penado establecer con ellas, por cualquier medio de 
comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual. 
 4. El juez o tribunal podrá acordar que el control de estas medidas se realice a través de aquellos 
medios electrónicos que lo permitan. 
Artículo 57. 
 1. Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de 
torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la 
propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico, 
atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus 
sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones contempladas en el artículo 48, por un 
tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave o de cinco si fuera menos grave. 
 No obstante lo anterior, si el condenado lo fuera a pena de prisión y el juez o tribunal acordara la 
imposición de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno y 10 años al 
de la duración de la pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco 
años, si fuera menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones antes citadas se 
cumplirán necesariamente por el condenado de forma simultánea. 
 2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer párrafo del apartado 1 de este 
artículo cometidos contra quien sea o haya sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya estado ligada 
al condenado por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, 
ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o 
sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, 
acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra 
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3.2.7. Críticas a la regulación actual 

 

 El art. 172.1 párrafo tercero CPE, dónde se regulan las coacciones en el ámbito 

inmobiliario, no resulta un precepto del todo justificable en su redacción actual. 

Efectivamente, doctrina y jurisprudencia aplicaban el apartado primero del art. 172 

CPE, sin que el legislador lo hubiese previsto, y por otro lado el legislador no ha 

realizado una descripción que resuelva los problemas que con el tipo abierto del delito 

de coacciones se plantean.  

 

 Las coacciones, en definitiva, consisten en la realización de una violencia contra 

las personas, para impedir a otro realizar algo no prohibido o para obligar a otro a hacer 

lo que no quiere, sea justo o injusto, siempre en contra de la libertad de la víctima y sin 

legitimación para su realización. En consecuencia, el núcleo central de la conducta 

consiste en imponer con violencia una conducta a otro a través de las distintas 

modalidades de actuación, como la vis physica, la psiquica, y la vis in rebus60. Por tanto 

el tipo de coacciones pretende recoger los comportamientos que no alcanzan relevancia 

penal conforme a otros tipos penales.  

 

 A parte, conviene recordar que el hecho de que el tipo penal básico, mencione de 

forma exclusiva a la violencia como medio comisivo, sin mencionar a las otras 

modalidades, como por ejemplo la intimidación, ha propiciado que se entienda que en 

este tipo penal sólo quepa la violencia material, la vis physica, excluyendo la violencia 

psíquica o la violencia en las cosas, interpretación que no ha sido mantenida en la 

jurisprudencia, ya que mantienen las coacciones como un tipo abierto o de recogida.  

                                                                                                                                                                              
relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las 
personas que por su especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a su custodia o guarda en centros 
públicos o privados se acordará, en todo caso, la aplicación de la pena prevista en el apartado 2 del 
artículo 48 por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave o de cinco si fuera menos 
grave, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado anterior. 
 3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en el artículo 48, por un período de 
tiempo que no excederá de seis meses, por la comisión de una infracción calificada como falta contra las 
personas de los artículos 617 y 620.” 
60 Vid STS 5473/2002, de 18 de julio, Id Cendoj: 28079120012002100002, dónde muestra que “[l]as 
coacciones consisten en la realización de una violencia personal para impedir al otro realizar algo no 
prohibido o para obligar a otro a hacer lo que no quiere, sea justo injusto, siempre en contra de la libertad 
del obligado y sin legitimación para su realización. El núcleo central de la conducta consiste en imponer 
con violencia una conducta a otro a través de diversas modalidades de actuación, la violencia física, la 
psíquica y la denominada violencia en las cosas.” 
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 Este extremo se justifica por el TS del siguiente modo: referirse a la violencia 

sólo como física, dejaría un estrecho margen de aplicación al tipo penal de las 

coacciones, limitado entre la atipicidad y la mera coerción para producir un resultado 

lesivo, que haría de aplicación, por el principio de especialidad, el delito de lesiones. 

Además avala esta interpretación el hecho de que en la falta de coacciones, del art. 

620.2 CPE61, la coacción aparece en la falta junto a la amenaza, la injuria y la vejación 

injusta.  

 

 El legislador ha optado por configurar las conductas de acoso como una 

modalidad de gravedad inferior a las constitutivas de trato degradante, es decir sin llegar 

a constituir trato degradante, considerándolas como una tipología en realidad de inferior 

intensidad lesiva para la integridad moral. Las conductas deben ser además reiteradas, 

pretendiendo el legislador con esta redacción el reconocimiento de la escasa entidad 

aislada de las agresiones que conforman el acoso y la necesaria reiteración, como núcleo 

del tipo delictivo, dando en definitiva una entidad autónoma a estas conductas con la 

reiteración. Las conductas hostiles y humillantes deben ser activas y no meramente 

omisivas. Cabe considerar que junto a la reiteración, hubiera sido adecuada la inclusión 

de una referencia a la permanencia, porque a la vista del articulado, parece que 

únicamente de esta manera se podría considerar como grave.  

 

 Llegados a este punto, hace falta reflexionar sobre, en definitiva el injusto penal 

que supone ésta conducta. Cabe observar que se configura atendiendo a la producción 

de un grave acoso a la víctima, en clara distinción con la producción de un menoscabo 

grave para la integridad moral. La técnica legislativa empleada, que incluye en la 

definición el concepto de acoso, no es la más adecuada, a la luz de lo que se ha expuesto 

hasta el momento, pero debe reconocerse como positivo el mayor acierto en la 

configuración de las relaciones entre el delito contra la integridad moral y el delito de 

acoso inmobiliario.  

 

                                                            
61 El art. 620 CPE define la falta de coacciones como “los que causen a otro una amenaza, coacción, 
injuria o vejación injusta de carácter leve, salvo que el hecho sea constitutivo de delito.” Sólo es 
perseguible mediante denuncia de la persona agraviada o de su representante legal y se castiga con multa 
de 10 a 20 días. La atenuación de la pena deriva de la reducida incidencia de la violencia en la libertad de 
decisión y de acción de la víctima. Véase la STS 669/1999, de 5 de mayo, RJ 1999\3391. 
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 No cabe duda de que, siendo éste un subtipo en definitiva, de menor envergadura 

como se ha constatado, –porque el resultado del delito no es la producción de un 

menoscabo de la integridad moral, sino la producción de un grave acoso a la víctima–, 

se deja abierta la posibilidad de que ciertas conductas de acoso, de la naturaleza que 

sean, puedan llegar a integrar el delito contra la integridad moral, si compusieran en su 

conjunto un trato degradante. Así perfilada la infracción no parecería adecuado el 

castigo con la misma pena que la del párrafo anterior, salvo que la razón provenga de la 

integración de la agravante de abuso de superioridad. 

 

 La reforma aprobada pone el punto y final al debate sobre la propia necesidad de 

un delito específico de acoso inmobiliario y facilita a los operadores jurídicos la 

persecución de conductas que se perciben socialmente como nocivas y que 

aparentemente en los últimos años han experimentado un importante incremento o, al 

menos, una elevación en el porcentaje de denuncias. 

 

 El legislador, finalmente, se ha mostrado cauto en la tipificación del acoso, 

ciñendo la tutela frente a esta agresión a las modalidades que ha considerado más 

graves. Observamos que en relación con la incriminación específica del acoso 

inmobiliario se produce un extraño criterio de ubicación tipificándolo por duplicado, sin 

seguir lo que se podría llamar un mismo hilo conductor para afrontar el acoso 

inmobiliario en su globalidad. Una muestra de ello es que los artículos, aún y siendo 

consecutivos se refieren por un lado a las coacciones y por el otro al trato degradante, 

como si el legislador no acabase de ubicar dónde se debe tipificar y por ende a qué se 

acerca más el acoso inmobiliario si a las coacciones o al trato degradante.  

 

 Asimismo, parece haber prescindido, mediante la expresión actos, de las 

modalidades omisivas de hostigamiento o humillación, que suelen ser frecuentes en el 

contexto del acoso inmobiliario. Subsisten, con todo, los problemas de prueba propios 

del acoso, por su especial naturaleza, y las dificultades inherentes a la integración en un 

todo de conductas de variado tenor y articulado. Además existe la circunstancia, de 

difícil solución, de que sean habitualmente varias personas quienes contribuyan, en 

mayor o menor medida y sin acuerdo previo o explícito al hostigamiento, incluso 

mediante comportamientos de naturaleza omisiva. 
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IV. MEDIDAS DE INTERVENCIÓN 

 

4.1. Planteamiento 

 

 Respecto a estas medidas hace falta analizarlas en los concretos supuestos de 

acoso inmobiliario, ya que sucintamente podrían resumirse en éstas, explicando 

posteriormente la casuística de las más relevantes: 

 

 1. No se tiene que firmar nada sin asesoramiento legal, debido a que la 

vulnerabilidad del arrendatario será aprovechada por el arrendador.  

 

 2. No se debe dejar de pagar la renta y no se debe atrasar el pago de ésta. 

Además se debe exigir recibo del pago de la renta convenida. Si no se acepta por parte 

del arrendador este pago por los medios habituales, se ha de enviar al propietario un giro 

postal o consignar las rentas en el juzgado, como establece el art. 1176 CC.  

 

 3. Se deben poseer testigos para poder probar el hostigamiento cometido por el 

acosador inmobiliario, de cara a preconstituir pruebas. Es conveniente levantar acta de 

lo que suceda y que firmen como testigos. 

 

 4. Se deben tener fotografías de los elementos del edificio que se hayan 

deteriorado por falta de mantenimiento del propietario, incumpliendo dicha obligación 

de la que es titular.  

 

 5. Se tiene que reunir toda la documentación que haya mediado entre el 

arrendatario y el propietario o el administrador de fincas. No hay que deshacerse de 

ninguna notificación, incluidas las que se acostumbran a colgar en el portal como 

anuncios, dada la eficacia vinculante de la oferta que en éstos se contiene.  

 

 6. Se tiene que localizar y leer el contrato de arrendamiento, asegurándose del 

régimen transitorio de la LAU anteriormente explicado. Si no se sabe interpretar el 

contrato, se puede acudir a las Asociaciones de Consumidores y Usuarios. 
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 7. No se debe admitir ninguna información verbal procedente de propietario o 

del administrador de fincas. Hay que exigirlo todo por escrito. 

 

 8. Si se comprueba que se empiezan obras y no se ha informado al arrendatario, 

bien sea de los espacios comunes o de las viviendas desalojadas, hay que acudir al 

ayuntamiento a fin de comprobar que tienen la correspondiente licencia de obras. 

 

 9. Es conveniente acudir a las asociaciones de vecinos y comprobar si hay otros 

casos parecidos en la misma zona o por parte del mismo promotor, para organizar un 

movimiento colectivo. El hecho es denunciar públicamente la situación. 

  

 10. Ante amenazas, insultos, cambios de cerraduras entre otros supuestos, es 

necesario interponer una denuncia y asesorarse legalmente.  

 

 En lo que se refiere a los actos por los que el arrendador informe al arrendatario 

de que la renta debe pagarse en un determinado despacho de abogados o inmobiliaria, 

existe problemática, ya que la obligación del pago de la renta, según el art. 1574 CC que 

se remite a su vez al art. 117162, donde se establecen unos lugares alternativos, –como 

seria con anterioridad a fijar ese despacho de abogados o inmobiliaria–, fija en su 

defecto el domicilio del deudor. Habitualmente cuando el arrendatario acude a dicho 

despacho se le informa de que no importa que pague por trimestres vencidos y que no 

haga caso de los requerimientos de pago del propietario, hecho que provoca que la 

demora en el pago sea apreciada por el arrendatario cuando recibe una demanda de 

desahucio, y por tanto no la pueda enervar porque ha sido requerido de pago 

anteriormente por el propietario, sin atender dicho requerimiento, siendo crucial la 

demostración de que existía un vicio del consentimiento en no atenderlo, concretamente 

error.  

 

 Respecto a los cortes en los suministros, la única vía posible es requerir 

fehacientemente al arrendador, es decir mediante un burofax o conducto notarial 

                                                            
62 El artículo establece unos lugares de pago alternativos, y comunes al resto de contratos: “[e]l pago 
deberá ejecutarse en el lugar que hubiese designado la obligación. No habiéndose expresado y tratándose 
de entregar una cosa determinada, deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de 
constituirse la obligación. En cualquier otro caso, el lugar del pago será el del domicilio del deudor.” 
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habitualmente, para que éste dé de alta los servicios, ya que es una obligación del 

mismo mantener la vivienda en un estado apto para su uso como vivienda63.  

 

 Si además de realizar estos cortes el arrendador, llegase al extremo de “pinchar” 

la conexión eléctrica o de agua para generar un consumo excesivo y como consecuencia 

unos cuantiosos gastos al arrendatario, no quedaría más remedio en este eventual caso, 

que solicitar a la empresa suministradora una inspección de las instalaciones y formular 

denuncia por el delito de defraudación del fluido eléctrico, previsto en el art. 255 

CPE64.  

mándole de la naturaleza, comienzo, duración y coste previsible.  

                                                           

 

 Resulta frecuente también que se provoquen molestias al arrendatario con 

supuestas obras de mejora, que se mantienen en el tiempo para provocar la indignación 

de éste y forzar el objetivo de que abandone la vivienda. El arrendador, según el art. 

22.2 LAU65, debe notificar la obra por escrito al arrendatario con una antelación de al 

menos tres meses, infor

  

 Además, si las obras provocan un perjuicio al arrendatario, éste tiene derecho a 

la reducción de la renta de manera proporcional a la parte de vivienda de la que se vea 

privado, siendo acumulable a una indemnización de los gastos que las obras le obliguen 

 
63 Se contiene esta obligación en los arts. 1554.2 CC que reza “[a] hacer en ella durante el arrendamiento 
todas las reparaciones necesarias a fin de conservarla en estado de servir para el uso a que ha sido 
destinada” y 21, 27.3 y 40 LAU.  
 Véase la SAP Barcelona 192/2013, de 14 de marzo, en la que se relata que el acusado, a parte de 
injuriar a las denunciantes, incumplía con su obligación de mantener la vivienda y sus accesos aptas para 
su uso como vivienda: “reconoció haber llamado la las denunciantes alguna vez "chafarderas", 
desatendiendo su obligación como arrendador del mantenimiento de la escalera y la planta superior y 
reconociendo que no se han sustituido las bombillas rotas de la escalera, y que cambió el sistema de 
apertura de la puerta de la calle por su propia comodidad, obligando a las denunciantes a tener que bajar 
los peldaños para abrir la puerta de la calle.” 
64 En este artículo se prevén los supuestos en los cuales se comete el infracción penal: “[s]erá castigado 
con la pena de multa de tres a 12 meses el que cometiere defraudación por valor superior a 400 euros, 
utilizando energía eléctrica, gas, agua, telecomunicaciones u otro elemento, energía o fluido ajenos, por 
alguno de los medios siguientes: 
 Valiéndose de mecanismos instalados para realizar la defraudación. 
 Alterando maliciosamente las indicaciones o aparatos contadores. 
 Empleando cualesquiera otros medios clandestinos.” 
65 Dispone el artículo “[e]l arrendador que se proponga realizar una de tales obras deberá notificar por 
escrito al arrendatario, al menos con tres meses de antelación, su naturaleza, comienzo, duración y coste 
previsible. Durante el plazo de un mes desde dicha notificación, el arrendatario podrá desistir del 
contrato, salvo que las obras no afecten o afecten de modo irrelevante a la vivienda arrendada. El 
arrendamiento se extinguirá en el plazo de dos meses a contar desde el desistimiento, durante los cuales 
no podrán comenzar las obras.” 
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a efectuar. De esta manera, si se inutiliza el uso de la totalidad de la vivienda, el 

plir los 

eberes de conservación del inmueble66, en tales casos, las resoluciones judiciales 

xisten tipos penales en nuestra 

gislación para defender y obtener un correcto tratamiento penológico, como vía 

Los derechos y acciones que tiene el arrendatario frente al acoso del arrendador 

                                                           

arrendatario podría no pagar la renta.  

 

 Respecto a los supuestos de robos con violencia provocados por el arrendador 

bien sea directa o mediatamente, o formas más sutiles de acoso, así como incum

d

suelen acordar el archivo del procedimiento por falta de tipicidad penal67.  

 

 A la luz de estas situaciones cabe considerar si a pesar de estas resoluciones 

judiciales reacias a admitir la vía penal en los casos de acoso inmobiliario, por 

conductas omisivas respecto al incumplimiento de deberes legales, considerando el 

principio de mínima intervención del Derecho Penal, e

le

preferente respecto al resto de órdenes jurisdiccionales.  

 

4.2. Derechos y acciones accesorias del arrendatario ante el acoso del arrendador 

 

 

son varios y es oportuno verlos frente posibles situaciones: 

 

 
66 Vid AAP Barcelona 537/2011, de 19 de julio, JUR 2011\317173, dónde anula el sobreseimiento y 
ordena seguir adelante la instrucción de un supuesto acoso inmobiliario porque existen una serie de 
conductas activas, como son el hecho de que en la escalera no haya luz y las manifestaciones del 
recurrente de que el acusado le presiona cuando se lo encuentra diciéndole que se tiene que marchar y que 
busque otra vivienda. Muestra el auto que “[e]xisten indicios de que el estado lamentable del inmueble se 
debe a la intención del acusado de que los inquilinos abandonen el inmueble, pues ha reconocido haber 
entrado en negociaciones con una promotora para derribar la finca y construir obra nueva. Por tanto, y 
ante la falta de declaración del resto de vecinos del inmueble, cabe concluir que existen indicios de que 
los hechos sean constitutivos de un delito de coacciones del art. 172 del CP , no estando justificado en 
este momento el sobreseimiento de la causa.” 
67 Vid AAP Barcelona 2991/2004, de 21 de junio, Id Cendoj: 08019370062004200155, dónde en un caso 
de denuncia de acoso inmobiliario por actuaciones tales como daños materiales en la vivienda, ausencia 
de reparación alguna por el arrendador y la negativa a recibir el pago de la renta, remitía a la vía civil con 
las siguientes palabras: “[n]o cualquier actuación de un arrendador encaminada a dificultar al arrendatario 
el disfrute del bien arrendado puede incardinarse en un ilícito penal, se precisa que concurran los 
elementos antes referidos y aun cuando la Sra. Estefanía tenga avanzada edad y la situación le genere 
preocupaciones y desasosiego no por ello se la puede calificar de intimidatoria.”  
 Además resulta de interés la AAP Madrid 4900/2006, de 26 de junio, Id Cendoj: 
28079370062006200236, dónde señala en un caso semejante que “la vía penal no es la adecuada para 
resolver los problemas o incidencias que surgen cotidianamente en las relaciones de vecindad, debiendo 
acudir los recurrentes, como se pone de manifiesto por acierto por el Instructor, bien a la vía civil bien a 
la vía administrativa para dirimir sus conflictos, pues el principio de intervención mínima del Derecho 
Penal supone que la sanción penal no debe actuar cuando existe la posibilidad de utilizar otros medios o 
instrumentos jurídicos no penales para restablecer el orden jurídico.” 
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 1. Si se tiene la sospecha de que se venderá el piso del que es arrendatario, es 

necesario consultar en el Registro de la Propiedad la titularidad del inmueble. Si el 

propietario ha dispuesto del inmueble sin la notificación de la transmisión al 

rrendatario, aún puede ejercer, si éste lo desea, el derecho de adquisición preferente, 

asesoramiento en asociaciones de 

onsumidores e incluso donde existan, en los servicios públicos de asesoramiento legal, 

o del 

yuntamiento correspondiente ante problemas de insalubridad o deterioro relevante. La 

les 

esprendimientos a la vía pública, es necesario realizar una llamada a los bomberos, 

s en la 

uerta de acceso o acumulación de suciedad, se debe avisar a la policía local y dejar 

onstancia de la queja, para que la denuncia quede perfectamente documentada. 

                                                           

a

contenido en el art. 25 LAU68. 

 

 2. Si el propietario no realiza las obras de mantenimiento necesarias, es 

imprescindible exigir su realización mediante un medio fehaciente, como puede ser un 

burofax o conducto notarial. Se puede encontrar 

c

dirigidos tanto a propietarios como a arrendatarios.  

 

 3. Es importante solicitar una inspección en los servicios de urbanism

a

autoridad puede, en tales casos, imponer la realización de las obras al propietario. 

 

 4. Si hay un problema urgente, como pueden ser ruidos estructurales o posib

d

éstos informarán al ayuntamiento para imponer una eventual sanción administrativa. 

 

 5. Si hay problemas menores, como pueden ser cambios de cerradura

p

c

 

 

V. CONCLUSIONES Y CONSIDERACIONES DE LEGE FERENDA 

 

 El Mobbing inmobiliario o Blockbusting constituye un nuevo fenómeno en el 

Derecho Penal, con implicaciones civiles, debido a los constantes ataques u 

hostigamientos sufridos por la víctima, habitualmente arrendataria de un inmueble 

antiguo y que provoca una situación frente a la cual es necesaria la adopción de las 

medidas necesarias para limitar dicho fenómeno. A la vista de la situación, cabe 

 
68 Reza el artículo, en lo que aquí interesa, “[e]n caso de venta de la vivienda arrendada, tendrá el 
arrendatario derecho de adquisición preferente sobre la misma.” 
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detenerse un momento y reflexionar si el panorama de lege lata es deseable, o si es por 

el contrario mejorable, revirtiendo todo en si es adecuada la tipificación actual del acoso 

inmobiliario en los delitos de coacciones y de trato degradante. Se podría decir que 

actualmente nos encontramos frente a una manifestación más del llamado populismo 

unitivo, con las problemáticas concursales y sistemáticas de las que adolece la reforma, 

 en aplicación del art. 74 CPE, permitiría imponer la pena en su mitad 

perior e incluso elevarla hasta la mitad de la superior en grado, siguiendo las pautas 

o, 

n especial en el delito de coacciones, aún y siendo útil desde el punto de vista de la 

a que no hay lugar a dudas 

specto de la importancia de este bien jurídico protegido frente a otros que puedan ser 

p

ya explicadas. 

 

 Cabría la posibilidad de considerar como delito continuado la coacción básica no 

agravada del párrafo primero del art. 172.1 párrafo tercero CPE, ya que la presión sobre 

el arrendatario habitualmente para que abandone la vivienda no se limitará a un único 

acto de violencia, sino que se reiterará en el tiempo, con actos coactivos para aumentar 

la presión, lo que,

su

del art. 70 CPE.  

 

 El hecho de que exista esta posibilidad, que va más en consonancia con la 

compatibilidad con el resto de preceptos de nuestra regulación, podría ser un argumento 

en contra de sobretodo, la oportunidad de la doble tipificación del acoso inmobiliari

e

política criminal para dar seguridad jurídica al tratamiento de este tipo de situaciones. 

 

 Cabe entender que el planteamiento deseable sería la específica tipificación 

como delito plenamente autónomo en un artículo nuevo, y

re

afectados por la coacción o el trato degradante.  

 

 Por tanto, no se discute la oportunidad de la sobreprotección, sino la duplicidad 

en la tipificación por una técnica legislativa inadecuada, así como una ubicación que 

plantea dudas sobre la finalidad del legislador con la tipificación, por la entidad propia  

y autónoma ya explicada que debería tener el acoso inmobiliario. Además, existe un 

sector doctrinal que defiende la ubicación junto con el allanamiento de morada. 

Entiendo que no sería del todo defendible, ya que aún y desarrollándose las conductas 

en la vivienda, los bienes jurídicos e intereses a atender son de naturaleza 

completamente distinta. El común denominador de los dos delitos sería considerar la 
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vivienda como parte integrante del derecho a la intimidad, y por tanto considerar 

afectaciones a este derecho, tanto la privación como la entrada sin la debida 

utorización, bien sea del propietario o de la Administración, pero cabe insistir que no 

violencia ya explicado, que no 

lo incumbe la vis physica, sino también la moral y la vis in rebus, siendo suficiente 

o inmobiliario, cabe entender que es 

onveniente su tipificación, pero sin olvidar que cada nueva reforma debe ser conexa 

ace falta ser 

xhaustivos a la hora de recurrir a los distintos instrumentos extrapenales de resolución 

r, en definitiva, la ultima ratio del Derecho Penal, 

a

serían asimilables las conductas de acoso inmobiliario al allanamiento de morada.  

 

 Además, el legislador ha desaprovechado una buena ocasión para solucionar un 

problema como es la interpretación extensiva del término 

só

especificar violencia o añadir intimidación al articulado.  

 

 Estas posibles soluciones de lege ferenda, constatan que la técnica legislativa no 

es adecuada en relación con los otros preceptos ya existentes, ya que existe una falta de 

compatibilidad entre lo ya existente y la nueva reforma en este ámbito. Aún y con eso, 

por razones de política criminal, y para crear seguridad jurídica frente a qué preceptos 

sirven para calificar lo que en definitiva es el acos

c

con las normas de las que ya nos hemos provisto.  

 

 El núcleo de la cuestión radica en determinar si era necesario acometer las 

reformas realizadas para dar respuesta al fenómeno del acoso inmobiliario, es decir, si 

se carecía absolutamente de instrumentos para dar una efectiva respuesta –cuando ya se 

remitían las conductas a la coacción y al trato degradante–, y si de otro lado, las 

reformas que se han llevado a cabo cumplen con el objetivo de proporcionar una mayor 

protección a las víctimas del acoso inmobiliario. Cabe traer a colación en estos 

momentos que debido al carácter fragmentario del Derecho Penal h

e

de conflictos, debiendo utilizarse la Ley penal sólo como último recurso.  

 

 Además, debido a la escasez de la legislación administrativa y civil promulgada 

hasta el momento sobre el acoso inmobiliario, se podría decir que en el acoso 

inmobiliario se ha recorrido el camino en una dirección equivocada, nuevamente como 

en otras ocasiones hacia un aumento punitivo, reforma tras reforma, perdiendo el 

compás de lo que debería se
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entendiendo que debería acompañarse la regulación penal de medidas preventivas de 

carácter civil y administrativo.  

 

 Aún y con eso, cabe considerar como defendible la actual reforma, aunque sería 

ejor una tipificación autónoma del acoso inmobiliario, pero resulta útil para dotar de 

supuestos más graves de 

coso inmobiliario, que son aquéllos que necesariamente deben encontrar una adecuada 

obiliario por sí mismo. En todo caso, a la 

ista de los problemas de sistemática y concursales, así como el articulado amplio en sí 

ismo

n de la integridad moral, ya que este valor no necesariamente se ve 

sionado a través de las conductas que constituyen el acoso inmobiliario. De ahí, 

m

seguridad jurídica y sobretodo cumplir con el principio de tipicidad respecto a las 

conductas de acoso inmobiliario.  

 

 Como se ha explicado, con anterioridad a la reforma promovida por la LO 

5/2010, los delitos de coacciones y los delitos contra la integridad moral ya se 

encontraban en condiciones de dar una respuesta jurídica a los 

a

respuesta jurídico-penal, aunque fue una solución jurisprudencial no prevista por la 

norma, con el problema ya descrito del principio de tipicidad.  

 

 No obstante, como el legislador tiene el convencimiento de que es necesario 

brindar una respuesta más completa a esta conducta, castigando penalmente todas las 

conductas que estén dirigidas a impedir o dificultar el legítimo disfrute de la vivienda, 

incluyendo aquéllas en las que no se haya utilizado violencia o en las que se ha 

infringido un trato degradante, entonces sí que podía resultar útil la tipificación expresa 

del acoso inmobiliario, pero insistiendo en la equivocación de la doble tipificación, 

cuando tiene suficiente entidad el acoso inm

v

m , se puede concluir que las reformas operadas en el año 2010 no parecen las más 

adecuadas para cumplir con estos objetivos. 

 

 Además, la reforma que se ha realizado en el ámbito del delito de coacciones no 

sólo no amplía el ámbito de aplicación de este delito, sino que, acentúa los problemas 

interpretativos ya existentes, como se ha explicado anteriormente. En lo que respecta al 

nuevo delito de acoso inmobiliario tipificado como un delito contra la integridad moral, 

cabe considerar que la tipificación autónoma de este fenómeno, no debería centrarse en 

la protecció

le
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especialmente aunque no exclusivamente, se entreve la importancia de la tipificación 

autónoma.  

 

 Por eso resulta constatable que el problema subyacente a este articulado radica 

en la inadecuada configuración del bien jurídico, que es atacado de forma primordial a 

través de las conductas de acoso inmobiliario, y de ello derivan el resto de problemas de 

stemática, ya que en realidad lo que se pretende proteger en su conjunto en los dos 

 a lo que se ha dicho 

specto del allanamiento de morada. Entiendo que si bien el objeto, entendido como la 

se de un derecho real o personal, ya que, en todo caso, la única 

mitación derivada de la configuración típica indica que debe tratarse de un disfrute 

n, daría lugar a un concurso de leyes, ya que se trata de un 

puesto que podría quedar encuadrado en ambas figuras, hecho que supone el 

si

tipos delictivos es el disfrute de la vivienda, entendido como una facultad derivada de 

un derecho de carácter patrimonial.  

 

 Existe una parte de la doctrina que considera que el acoso inmobiliario se podría 

tipificar de manera autónoma junto con los delitos patrimoniales, en especial junto a las 

conductas de usurpación de bienes inmuebles, de forma semejante

re

vivienda es el mismo, el bien jurídico protegido para nada coincide, siendo más 

oportuno dotarle de autonomía en los delitos contra las personas.  

 

 Además cabe considerar o recordar que el delito de usurpación protege el 

disfrute de las distintas facultades derivadas de la titularidad de, por ejemplo, un 

derecho real como el usufructo, mientras que la nueva figura del delito de coacciones 

agravado en el caso del acoso inmobiliario, protege la facultad de disfrute de la vivienda 

que puede derivar

li

legítimo, como se ha explicado, y no por tanto en función de qué posición ocupe el 

sujeto agraviado.  

 

 Para verlo, basta con poner de ejemplo el supuesto en el que se impide a un 

usufructuario el legítimo uso y disfrute de la vivienda utilizando violencia, que a la vista 

de la actual regulació

su

inadecuado tratamiento de la figura del acoso inmobiliario que se viene constatando a lo 

largo de este trabajo.  
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 Como alegato final, cabe defender la tipificación autónoma como la única vía 

con garantías efectivas de solución de los problemas de los que adolece la regulación 

actual. De esta manera, se podría abordar definitivamente una reforma en un sentido 

positivo, en un sentido como se trata por otra parte, de dar un tratamiento jurídico 

adecuado al acoso inmobiliario, sin los problemas de sistemática y técnica legislativa ya 

enunciados. En este caso, como en anteriores reformas de la legislación penal, el 

legislador parece haberse orientado no por criterios estrictamente académicos o de 

olítica criminal, que aconsejasen una reforma en esta dirección, sino por peticiones que 

que se quiere asegurar todo y no asumir las 

onsecuencias de ningún riesgo, siendo un perfecto termómetro la descompensación 

existente entre este baremo que permite el incremento punitivo constante y sin 

solucionar la problemática de fondo, que es la seguridad ciudadana y la tasa de 

victimización efectivamente producida.  

 

p

en pocas ocasiones se informan de un verdadero sentido académico, constatándose esta 

situación en la técnica legislativa altamente mejorable que tienen los preceptos que 

regulan el acoso inmobiliario.  

 

 Este carácter académico, es necesario y oportuno para poder valorar la 

oportunidad de una regulación en concreto. Una oportunidad que se sostiene 

frecuentemente con el delirio punitivo que supone reforma tras reforma sin una visión a 

largo plazo, exigible para dar solución a determinados fenómenos delictivos. Como 

consecuencia existe la percepción de que todo ello se hace en beneficio de este bien tan 

preciado que parece ser la seguridad ciudadana, o más bien debería decirse el pánico a 

ser victimizado, en una sociedad en la 

c
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